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SENTENCIA CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL 0212/2024-S1 

Sucre, 14 de junio de 2024 
 

SALA PRIMERA  
Magistrada Relatora:  MSc. Julia Elizabeth Cornejo Gallardo  
Acción popular 
 
Expediente:    60912-2024-122-AP 
Departamento:    La Paz 
 
En revisión la Resolución 233/2023 de 13 de octubre, cursante de fs. 837 a 
842, pronunciada dentro de la acción popular interpuesta por Pedro 
Francisco Callisaya Aro Defensor del Pueblo del Estado Plurinacional 
de Bolivia, contra Max Enríquez Nava, Viceministro de Promoción, 
Vigilancia Epidemiológica y Medicina Tradicional; Karina Luisa 
Ordoñez Sanchez, Directora Ejecutiva de la Autoridad de Fiscalización 
y Control Social de Agua Potable y Saneamiento Básico (AAPS); Jaime 
Gutiérrez Quevedo, Interventor de la Empresa Pública Social de Agua 
y Saneamiento Sociedad Anónima (EPSAS S.A.); y, Adrián Henry 
Ascarrunz Carrillo, Director del Servicio Departamental de Salud de la 
Paz (SEDES La Paz). 
 

I. ANTECEDENTES CON RELEVANCIA JURÍDICA 
 

I.1. Contenido de la demanda  
 
Por memorial presentado el 6 de octubre de 2023, cursantes de fs., 30 a 44 vta., 
el accionante expuso los siguientes argumentos de hecho y derecho: 
 
I.1.1. Hechos que motivan la acción 
 
Identificación del drenaje ácido de mina en la represa de Hampaturi 
 
a) La Defensoría del Pueblo mediante medios de comunicación tomó 
conocimiento de una presunta contaminación del agua en Hampaturi, debido a 
una posible actividad minera, por lo cual, se decidió enviar Requerimientos de 
Informe escrito a distintas instituciones. 
 
Adicionalmente a esa denuncia en los medios de comunicación se mostraron en 
diferentes zonas del país agua con turbidez y personas que presentaban 



2 
 

problemas en la piel como ardor en los ojos. 
 
En ese contexto la Defensoría del Pueblo remitió al Gobierno Autónomo 
Municipal (GAM) de La Paz, un Requerimiento de Informe Escrito (RIE). En 
respuesta, el 11 de julio de 2023 mediante Nota CITE: DESP. GAMLP 
1517/2023 de 11 de julio, el Alcalde de ese municipio envió el Informe 
SMGAER-DPCA 014/2023, concluyendo que el citado GAM tomó diversas 
acciones desde el “22 de mayo” a través de una inspección al área, toma de 
muestras, análisis de laboratorio, análisis territorial y normativo que fue puesto 
en conocimiento de la “AACD y AACN” (sic) para que realicen las acciones que 
correspondan; adjuntando el Informe SMGAER-DPCA-UPCAAOP 090/2023 
SMGAER-DPCA SA 008/ 2023, con referencia “Inspección a Actividades mineras 
cercanas a la represa de Hampaturi”; este informe concluye lo siguiente: 
 

En fecha 16 de mayo de 2023, los medios de comunicación socializaron un estudio de 
la Universidad Mayor de San Andrés, que habla sobre la contaminación ambiental, por 
minas de la represa de Hampaturi. Por lo que, en fecha 22 de mayo de 2023, en 
cumplimiento a la Normativa Ambiental Vigente, personal de la DPCA, de la DAPBCC y 
de la Subalcaldía Hampaturi se apersonaron al área denunciada para realizar una 
inspección y toma de muestras al lugar. 

 

Siendo que los reactivos con los que cuenta el GMMA se encuentran limitados a ciertos 
métodos, solo se realizó el análisis de 16 parámetros, de los cuales sólo tres 
corresponden a metales pesados. En esta oportunidad no se accedió a servicios 
externos por la necesidad e importancia de emitir criterios sobre el problema de 
coyuntura tan relevante como es el agua de consumo de la población paceña y la 
calidad de las aguas de la cuenca Hampaturi-Irpavi. De manera general, los datos de 
los tres metales pesados analizados muestran comportamientos parecidos, lo cual sería 
un indicio que podrían existir otros metales pesados característicos de drenaje de 
ácidos de mina. 

 

Se evidenció que en el sector de la Represa de Hampaturi Alto, se encuentra la ExMina 
La Solución que no funciona hace más de 13 años; sin embargo, continúa evacuando 
Drenaje Ácido de Mina por una tubería que sale aguas debajo de la Represa Baja de 
Hampaturi. De los resultados obtenidos de la muestra de este afluente (HAMP2) se 
encuentra un PH muy bajo una mayor concentración de Sólidos Disueltos Totales y de 
Sólidos totales y valores muy altos de sulfatos, hierro, cobre, y cadmio. Todas estas 
características, sumadas a valores altos de oxígeno disuelto en la muestra del afluente 
minero se constituyen como los principales rasgos de un drenaje Ácido de Mina (DAM). 

 

A la salida de la mina, el agua es colectada por una tubería que posteriormente es 
enterrada y cruza al otro lado del peñón que lleva el agua de la Represa Alta de 
Hampaturi a la Represa Baja de Hampaturi; sin embargo, no se pudo evidenciar 
exactamente el lugar por el que esto ocurre. Sólo se observa que al otro lado del cañón 
la tubería surge nuevamente y expulsa el afluente minero dentro de una trinchera, 
donde queda almacenado y es captado por una nueva tubería. En todo este trayecto es 
posible que exista infiltración del drenaje acido de mina al suelo, a las aguas 
subterráneas (si existen) y hacia la represa, lo cual constituye como un potencial 
peligro para la salud pública. 

 

La segunda tubería que transporta el drenaje ácido de mina, rodea la Represa 
Hampaturi Bajo y no llega a tocar el agua de la represa de la Empresa Pública Social de 
Aguas y Saneamiento (EPSAS), pero eventualmente desemboca en el curso del agua 
natural denominado Irpavi. De este afluente, antes de su unión con el rio Irpavi, se 
obtuvo una muestra (HAMP 3), cuyos resultados revelan un pH muy bajo, 
una mayor concentración de SDT y de sólidos totales y valores muy altos de 
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sulfato, hierro, cobre y cadmio, es decir, que las características de este 
efluente durante su trayecto en la tubería no sufren grandes variaciones y 
llegan al río sin ningún tratamiento, situación que se constituye en una 
alteración de las propiedades fisicoquímicas del agua por sustancias ajenas, 
lo cual podría producir daños a la salud de la población al deteriorar su 
bienestar y su ambiente. 
 
Una vez que este efluente se une al río Irpavi, no se pudo identificar un lugar para 
toma de muestras ya que es un área con pendientes muy elevadas y de difícil acceso. 
Por lo que el siguiente punto de muestreo (HAMP-4) se encuentra 500 metros más 
abajo entre los cuales ocurrirían reacciones con el medio de dilución por aportes de 
otras fuentes líquidas que provocarían que el pH se regule y alcance un valor 
intermedio entre los límites permisibles y decrementos importantes en las 
concentraciones de SDT, sólidos totales, sulfato y metales, es decir, sus 
características mejoran en casi todos los parámetros monitoreados, excepto 
para cadmio lo cual indica que no es apta para ningún uso a menos que 
reciba tratamiento fisicoquímico completo y presedimentación. 

 

Aguas abajo, en un siguiente punto de acceso (HAMP-59 e IR-01), se identifican 
valores que sitúan a la muestra clase A en casi todos los parámetros analizados a 
excepción de la turbidez y color, que lo sitúan en la clase B. La caracterización de este 
punto coincide con monitoreos de años pasados y lo establecido en el documento 
“Clasificación de cuerpos de agua de la cuenca del rio Choqueyapu” para los puntos IR-
01 e IR-02 del rio Irpavi. De este punto de muestreo al  HAMP 6 las aguas se utilizan 
para riego, lo cual es un uso adecuado de acuerdo al muestreo realizado. Estas aguas 
no son aptas para consumo humano a menos que se realice tratamiento 
físico y desinfección. 

 

Analizando la normativa vigente es responsabilidad del GAMLP informar de estos 
hallazgos a la autoridad Ambiental Competente Departamental representado por la 
Secretaria Departamental de Derechos de la Madre Tierra del Gobierno Autónomo 
Departamental de La Paz y a la Autoridad Ambiental competente Nacional 
representada por el Ministerio de medio ambiente y agua, para que dentro de sus 
atribuciones y competencias realicen las acciones que correspondan desde la 
remediación ambiental hasta el cierre definitivo de este Pasivo Ambiental e inicien los 
procesos Administrativos Sancionatorios a quienes correspondan.  

 
Estos hallazgos dan cuenta de una contaminación en la represa de Hampaturi 
por infiltración del drenaje ácido de mina, lo cual constituye como un potencial 
peligro para la salubridad pública, además de evidenciarse la existencia de 
metales que hacen que el agua no sea apta para el consumo humano. 
 
Este primer punto fue de alta relevancia constitucional para la interposición de 
la presente acción popular; y, 
 
b) Presencia de bacterias heterotróficas y escherichia coli 
(relacionada con contaminación fecal), amebas y giardia en tres 
sistemas de distribución de agua potable de la ciudad de la Paz 
 
El 26 de septiembre se presentaron los resultados del “Monitoreo de la calidad 
de agua potable en las redes de distribución de la ciudad de La Paz”, ejecutado 
por el Instituto de Investigaciones Químicas, el Instituto de Ingeniería Sanitaria 
y el Instituto de Investigaciones Fármaco Bioquímicas de la UMSA; se realizó el 
muestreo en cuarenta y cinco puntos de distribución de agua potable en la 
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ciudad de la Paz, en “agosto”, para el análisis físicoquímicos y microbiológicos 
con la finalidad de valuar la calidad de agua potable de acuerdo a los 
parámetros contemplados por la Norma Boliviana de Agua 512, cuyo objetivo 
fue de monitorear la calidad del agua potable que es entregada por EPSAS S.A. 
a través de la red de distribución a los usuarios y consumidores de la ciudad de 
La Paz, los parámetros evaluados fueron físico químicos, microbiológicos y 
parasitológicos. Los puntos de muestreo fueron: 
1) Sistema de distribución Chuquiaguillo (10 puntos de muestreo) 
2) Sistema de muestreo Achachicala (18 puntos de muestreo. 
3) Sistema de distribución Pampahasi (17 puntos de muestreo) 
 
El estudio revela que en los tres sistemas de distribución de agua potable 
(Chuquiaguillo, Achachicala y Pampahasi) los parámetros fisicoquímicos        
(PH, temperatura, conductividad, dureza total, alcalinidad total turbiedad) y los 
parámetros químicos -cationes y aniones (sulfatos, nitratos, calcio, sodio, 
potasio y elementos traza hierro, arsénico, plomo) y otros como cloro libre y 
residual), se encuentran en niveles por debajo de los límites permitidos 
establecidos según la Norma Boliviana sobre agua potable NB 512. Sin 
embargo, el parámetro de índice de Langelier (medida de estabilidad de la 
alcalinidad de agua potable, es decir, si el índice es positivo el agua está 
alcalina y si es negativo el agua es más acida), muestra valores negativos que 
revelan acidez representando una posibilidad de corrosión en las tuberías. 
Asimismo, los estudios para identificar microorganismos, bacterias y parásitos 
han evidenciado la presencia de ambos; es decir, se ha determinado 
concentraciones fuera la norma de bacterias heterotróficas y eschericia coli 
(relacionada con contaminación fecal), como también la presencia de amebas y 
giardias, que son parásitos que no deben estar presentes en el agua de 
consumo. 
 
Omisión vulneratoria 
 
Como se señaló líneas arriba, ambos estudios -el del GAM La Paz y el de la 
UMSA- develan que: i) La fuente de agua para ser distribuida por EPSAS 
S.A., en la ciudad de La Paz se encuentra expuesta a ser contaminada por 
infiltración del drenaje ácido de mina, lo cual constituye un potencial peligro 
para la salubridad pública, además de evidenciarse la existencia de metales 
cuya concentración que supere los límites permisibles en la Reglamento 
Nacional para el Control de Calidad del Agua para Consumo Humano NB 512 
podría generar que no sea apta para el consumo humano; y, ii) El agua 
“potable” en tres sistemas de distribución de la ciudad de La Paz, presenta 
amebas, eschericia coli y guardia, que amenazan contra la salubridad 
pública. Estos dos puntos demuestran que las autoridades ahora demandadas 
han omitido cumplir eficazmente sus responsabilidades, de conformidad con lo 
siguiente: 
 
De conformidad con el Reglamento Nacional para el Control de Calidad del 
Agua para Consumo Humano NB 512, las EPSAS S.A. son las responsables del 
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control de calidad del agua suministrada, la responsabilidad de esa Empresa en 
cuanto al control de calidad del agua para consumo humano llega hasta la 
conexión domiciliaria, estando exentas del control las instalaciones internas. En 
sistemas de abastecimiento de agua que incluyen piletas públicas, cisternas o 
tanques públicos de distribución de agua, su responsabilidad llega hasta el 
punto de abastecimiento, siempre y cuando se encuentre bajo su 
administración. 
Asimismo, y de conformidad con el citado REGLAMENTO NACIONAL, la EPSAS S.A. 
es responsable de la protección de fuentes de agua. Dentro de sus 
responsabilidades, dicha Empresa deberá realizar el monitoreo periódico de la 
calidad del agua de las fuentes e informar a las autoridades competentes de los 
resultados. 

 
La Autoridad de Fiscalización y Control Social de Agua Potable y Saneamiento 
(AAPS): De conformidad con el Reglamento Nacional para el Control de la 
Calidad de Agua para Consumo Humano NB 512 es la autoridad 
responsable de supervisar y fiscalizar a las EPSAS, la supervisión es la 
función que permite verificar el cumplimiento de las obligaciones legales y 
técnicas por parte de estas Empresas, así como verificar el cumplimiento de sus 
documentos de planificación. La fiscalización es la función de imponer medidas 
correctivas y sanciones a las EPSAS, para el cumplimiento del control de calidad 
del agua según disposiciones o regulaciones dictadas por la AAPS y de las 
obligaciones contenidas en la normativa vigente.  

 
El Viceministerio de Promoción Vigilancia Epidemiológica y Medicina 
Tradicional, de conformidad con el Reglamento Nacional para el Control de la 
Calidad del Agua para Consumo Humano NB 512, es el encargado de las 
labores de vigilancia de la calidad del agua suministrada por las 
EPSAS. La vigilancia de la calidad del agua es el proceso continuo y 
sistemático de análisis, interpretación y difusión de la información relacionada 
con la identificación, notificación, medición, determinación de causas, de 
enfermedades y previsión de muertes vinculadas con la calidad del agua de 
consumo humano, con el propósito de formular estrategias de promoción y 
prevención adecuadas. Desde el punto de vista de Salud Pública, la vigilancia 
de la calidad del agua es el proceso continuo, sistemático de evaluación de la 
inocuidad y aceptabilidad del agua distribuida por los sistemas de 
abastecimiento. 

 
El Servicio Departamental de Salud (SEDES). Conforme el REGLAMENTO 
NACIONAL para el Control de la Calidad del Agua para consumo Humano      
NB 512, es el encargado de las labores de vigilancia de la calidad del 
agua suministrada por las EPSAS. La vigilancia de la calidad del agua es el 
proceso continuo y sistemático de análisis, interpretación y difusión de la 
información relacionada con la identificación, notificación, medición, 
determinación de causas de enfermedades y prevención de muertes vinculadas 
con la calidad de aguas de consumo humano con el propósito de formular 
estrategias de promoción y prevención adecuadas. Desde el punto de vista de 



6 
 

Salud Pública, la vigilancia de la calidad del agua es el proceso continuo, 
sistemático de evaluación de la inocuidad y aceptabilidad del agua distribuida 
por los sistemas de abastecimiento. 
 
Refiere que la omisión en cuanto al cumplimiento eficiente de responsabilidades 
establecidas en el REGLAMENTO NACIONAL para el control de calidad del Agua 
para Consumo Humano NB 512, amenaza con lesionar derechos de 
naturaleza colectiva como el derecho al agua potable y la salubridad 
pública, al respecto citó la SCP 1582/2022-S2 de 14 de diciembre que se refiere a 
la dimensión colectiva; es decir, para una población o colectividad, con mayor 
razón a los sectores más vulnerables, marginados y desprotegidos de la población.  
 

Que tanto el Tribunal Constitucional Plurinacional, el Comité “DESC” (sic) como 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos (IDH) concuerdan que el 
derecho al agua es derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, 
aceptable, y asequible para el uso personal y doméstico. Un abastecimiento 
adecuado de agua salubre es necesario para evitar la muerte por 
deshidratación, reducir el riesgo de enfermedades relacionadas con el agua y 
para satisfacer las necesidades de consumo, de higiene personal y doméstica, 
siendo necesario velar por el acceso a servicios de saneamiento adecuados. Por 
lo cual surgen las “obligaciones básicas” de garantizar el acceso a la cantidad 
esencial mínima de agua, que sea suficiente y apta para el uso personal y 
doméstico para prevenir enfermedades.  
 

Se consideran violaciones a este derecho la contaminación y disminución 
de los recursos de agua en detrimento de la salud del humano, no regular 
y controlar eficazmente los suministros del agua.  
 

En suma, citando la SCP 1560/2014 de 1 de agosto, refiere: que el derecho a 
la salubridad supone las condiciones básicas de prestaciones destinadas a 
proteger y restaurar la salud de la persona y de la colectividad, en busca de 
mejorar la calidad de vida, de las personas. Esas condiciones básicas son entre 
otras: a) La prohibición de contaminación ambiental hídrica, atmosférica, 
acústica, etc.; b) Saneamiento Básico, que incluye el acceso a los servicios 
básicos de agua potable.  
 

Finalmente, refiere que, en el caso, dicha omisión es imputable a EPSAS S.A. 
al ser responsable de la calidad del agua suministrada y además de la 
protección de fuentes de agua; la AAPS al ser responsable de supervisar y 
fiscalizar a las EPSAS; el Viceministro de Promoción y Vigilancia 
Epidemiología y Medicina Tradicional; y el SEDES al ser los encargados de 
las labores de vigilancia de la calidad del agua suministrada por las 
señaladas empresas. La omisión en cuanto al cumplimiento eficaz de esas 
responsabilidades amenaza con lesionar el derecho al agua potable y a la 
salubridad pública, ambas en su dimensión difusa. En la medida en que las 
autoridades demandadas no han cumplido eficazmente sus responsabilidades 
establecidas en el Reglamento Nacional para el Control de la Calidad del 
Agua para Consumo Humano NB 512, existe una amenaza cierta y evidente 
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de lesionar el derecho de acceso al agua potable en su vertiente de calidad y 
a la salubridad pública. 
 

I.1.2. Derechos supuestamente vulnerados 
 

Considera lesionados los derechos e intereses colectivos como el derecho al 
agua potable y a la salubridad pública, citando al efecto los arts. 8, 16, 20, 373, 
374 de la Constitución Política del Estado (CPE), y art 26 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 

 
I.1.3. Petitorio  

 
Solicita se conceda la tutela impetrada, y se disponga que: 1) Las autoridades 
demandadas en un plazo razonable realicen las pruebas de laboratorio 
necesarias conforme los parámetros establecidos en la NB 512 y demás 
normativa respecto a la calidad de agua; para ello: 1.i) Se tomen muestras 
conforme a los parámetros de la normativa respecto a la calidad de agua en las 
cinco fuentes de agua de la ciudad de La Paz y de todas las redes de 
distribución de agua del mismo municipio; 1.ii) Se informe respecto a la 
presencia de metales, compuestos orgánicos, análisis microbiológicos entre 
otros, que puedan afectar a la salud de las personas; 1.iii) Que los estudios 
sean realizados por laboratorios certificados, independientes para el 
contraste respectivo; y, 2) Las autoridades demandadas, de manera 
urgente, adopten las medidas correctivas para evitar riesgos a la salud de 
conformidad con los informes del GAM La Paz y la UMSA, a tal efecto, 
informen a la Sala Constitucional dichas medidas, su implementación y sus 
resultados de manera periódica. 

 
I.2. Audiencia y Resolución de la Sala Constitucional 

 
Celebrada la audiencia pública de consideración de la presente acción popular 
el 13 de octubre de 2023, según consta en acta cursante de fs. 819 a 836, se 
produjeron los siguientes actuados: 

 
I.2.1. Ratificación y ampliación de la acción  

 
El accionante, a través de sus abogados en audiencia se ratificó en el contenido 
de la acción popular planteada y ampliándolo, señaló que: a) La Defensoría del 
Pueblo presentó esta acción popular, debido a las omisiones de las autoridades 
demandadas previstas en la Norma Boliviana NB 512; b) Es de conocimiento 
general que hace un tiempo atrás se han realizado denuncias respecto a la 
calidad del agua, a una probable contaminación con material minero en el agua 
potable, se decía que cuando uno entraba en la ducha se irritaba la piel, 
problemas estomacales y una infinidad de denuncias públicas; en base a estas 
denuncias la Defensoría del Pueblo cursó una serie de requerimientos de 
informe escritos al GAM La Paz, pidiendo referencia del estado actual de la 
calidad de agua; en respuesta esa entidad municipal remitió a la Defensoría del 
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Pueblo, el Informe SMGAER-DPCA-UPCAAOP 090/2023 SMGAER-DPCA-SA 
008/2023, que fue presentado en calidad de prueba, que demuestra que cerca 
de la represa de Hampaturi había un asentamiento minero denominado “La 
Solución” que fue cerrado hace trece años, varias tuberías están rotas, por lo 
que el agua sale naturalmente contaminando con aguas que caen de las 
vertientes; c) El personal de la cita Alcaldía hizo el seguimiento a esas tuberías 
y señaló que éstas no se encuentra dañadas ni rotas y por tanto no pueden 
generar que el agua de la mina caiga dentro de la represa que contamine en el 
camino, no obstante se evidenciaron varios lugares donde las tuberías habían 
sido cambiadas recientemente y botada a un costado sin ningún tipo de 
disposición final, así como también tubería que se encontraba dañada, la cual 
tiene drenaje con residuos mineros que tiene que ser cambiada; d) A decir de 
la señalada entidad municipal, el que hace el cambio de dichas cañerías es un 
señor de nombre Ascencio, cuando él detecta que las cañerías están dañadas él 
va y hace el cambio respectivo; es decir, es el encargado de la salubridad 
pública de dos millones de personas que viven en esta ciudad, hecho que 
realmente causa zozobra, motivo por el que presentaron la presente acción 
popular: e) El informe del GAM La Paz llega a la conclusión que el agua que se 
distribuye en La Paz, contiene presencia de cadmio, mineral existente en 
márgenes no permitidos por NB 512 de acuerdo a la Organización Mundial de la 
Salud (OMS), puede generar daño renal, así como en el hígado, además diarrea 
crónica, si el agua está conminada con cadmio se tiene una grave amenaza de 
la salud de más de dos millones de personas, que lesiona el derecho al agua 
potable en su vertiente de calidad y el derecho difuso a la salubridad pública;  
f) La UMSA recientemente emitió un informe técnico, cuya comunicación 
adjuntaron en calidad de prueba 3, lo que hizo la UMSA es tomar muestras de 
tres puntos de distribución de agua de La Paz, (aclaró que la Alcaldía se refirió 
al agua de la represa de Hampaturi), en cambio la citada Universidad tomó 
muestras de tres puntos de distribución de agua potable y encontró 
“…presencia de Bacterias Heterotróficas, Eschericia Coli, Amebas y Yardia…” 
(sic) en los tres sistemas de distribución, la presencia de estas bacterias es una 
amenaza para la salubridad pública exponiendo, a la vulneración del derecho al 
agua potable en su vertiente de calidad y a la salubridad pública, estos dos 
informes son de conocimiento público, motivo por el que se tiene cuatro 
autoridades demandadas. EPSAS S.A. tiene la responsabilidad del control de 
calidad del agua suministrada en La Paz, cuando la UMSA toma las muestras de 
distribución esos puntos de distribución son atribución de la EPSAS S.A. y si la 
UMSA ha detectado cuerpos extraños algo está ocurriendo; g) La AAPS de 
acuerdo a la NB 512 es la autoridad responsable de supervisar y fiscalizar a la 
EPSAS, si tenemos dos informes que demuestran al menos la presencia de 
minerales y amebas, giardias, escherichia coli, entonces esta autoridad 
probamente no está cumpliendo su responsabilidad de manera eficaz; h) El 
Viceministro de Promoción, Vigilancia, Epidemiología y Medicina Tradicional, al 
igual que el SEDES de acuerdo a la NB 512 son los encargados de las labores 
de vigilancia de la calidad del agua suministradas por la EPSAS S.A. y si 
tenemos dos informes, estamos ante la evidencia científica que la referida 
empresa y las autoridades ahora demandadas no están cumpliendo con sus 
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roles de manera eficaz; y, i) Existen dos informes, que establecen la existencia 
de cuerpos extraños, lo que lleva a concluir que probablemente las autoridades 
demandadas estén cumpliendo sus roles, pero no de una manera eficaz, por lo 
que pide se aplique el principio precautorio debido a que el día de mañana el 
Estado incluso puede ser declarado responsable internacionalmente, y es el 
momento oportuno para evitarlo. 
I.2.2. Informes de las autoridades demandadas 
 
Karina Luisa Ordoñez Sanchez, Directora Ejecutiva a.i. de la AAPS, dependiente 
del Ministerio de Medio Ambiente y Agua; por informe escrito, cursante de     
fs. 759 a 763, y en audiencia a través de su abogado refirió que: 1) La 
provisión de agua potable, comprende diferentes fases, la captación del recurso 
en fuentes o represas, su conducción a través de aducciones hasta plantas 
potabilizadoras de agua y su posterior distribución mediante redes. El control 
de calidad del agua en fuentes y en las redes de distribución es una actividad 
que se programa y se desarrolla durante este proceso. Por tal razón las causas 
de la supuesta contaminación del agua expuestas en la acción popular deben 
analizarse necesariamente en ese contexto y no como un hecho aislado o 
independiente; 2) Los servicios de agua potable y alcantarillado como establece 
la Constitución Política del Estado es responsabilidad de todos los niveles del 
Gobierno, al efecto distribuye competencias y responsabilidades a los Gobiernos 
Municipales, Departamentales y Nacional, en ese sentido considerando que el 
agua potable y alcantarillado son servicios básicos y servicios públicos, las 
cuestiones planteadas en la acción popular no se limitan únicamente a la 
Empresa EPSAS SA INTERV., y las entidades públicas demandadas, sino que 
involucran a los diferentes niveles del Gobierno, según sus competencias 
asignadas; 3) Los arts. 302.I.40 de la CPE; y, 83.II.3 inc. c) de la Ley Marco de 
Autonomías y Descentralización “Andrés Ibañez” -Ley 031 de 19 de julio de 
2010-, establecen que los Gobiernos Autónomos Municipales asumen 
competencia exclusiva y responsabilidad en la provisión de los servicios de agua 
potable y alcantarillado sanitario, por lo que independientemente del operador 
que se encuentre prestando servicios, los Gobiernos Autónomos Municipales, 
tienen atribuciones y funciones en relación al cuidado y preservación de las 
fuentes de agua que se encuentren en sus Municipios y al control de calidad del 
agua potable en las redes de distribución en vías públicas y en redes 
intradomiciliarias; por lo que se recomienda su participación y notificación en 
las acciones preventivas o reactivas que se dispongan; 4) El Ministerio de 
Medio Ambiente y Agua tiene aprobada la Política Nacional de Calidad de 
Agua para Consumo Humano, que establece: “El Estado boliviano, en todos 
sus niveles de gobierno y en el marco de sus respectivas competencias, 
asumen la importancia de la protección de las fuentes de agua, de posibles 
fuentes de contaminación y de su posible sobreexplotación, llevando a cabo 
acciones tendientes a la prevención, mitigación o restauración de efectos 
dañinos a los cuerpos de agua, así como la inventariación, cuantificación, 
monitoreo y control de las fuentes de agua; 5) El nivel central de Gobierno a 
través de la AAPS, asume competencia, atribuciones y funciones en la 
“regulación”, fiscalización, control y supervisión de la prestación de los 
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servicios, conforme establecen los arts. 15 de la Ley de Prestación y Utilización 
e Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario -Ley 2066 de 11 de abril 
de 2000-; 83.I.1 inc. c) de la Ley 031; 24 y 26 del Decreto Supremo (DS) 071 
de 9 de abril de 2009 y el DS 726 de 6 de diciembre de 2010; 6) En relación al 
control de calidad del agua, ésta se rige por la Norma Boliviana NB 12 Agua 
Potable Requisitos, el Reglamento Nacional para el Control de la 
Calidad del Agua para consumo Humano. NB 495 Agua Potable 
Definiciones y Terminología y NB 496 Agua Potable Toma de 
Muestras. Esta normativa, establece los valores máximos aceptables de los 
parámetros que determinan la calidad del agua con destino al uso y consumo 
humano, la frecuencia con la que deben realizar los controles de calidad del 
agua, la terminología empleada, la metodología para toma de muestras, y otras 
condiciones de riguroso y estricto cumplimiento. En razón a que esta 
información es altamente sensible, se exige un manejo responsable y serio de 
la información, la EPSAS SA INTERV, suscribió un convenio con la UMSA que no 
fue informado ni aprobado por la Entidad de Regulación AAPS y cuyo manejo 
no fue responsable e incumplió con la normativa vigente y los protocolos de 
comunicación o información pública; 7) En el caso del control de calidad de 
agua en las fuentes de captación, cuenca HAMPATURI, EPSAS SA INTERV., en 
cumplimiento al numeral 48 Control Periódico de la Calidad en la Fuente 
de Agua del Reglamento de NB 512, realiza controles semestrales en 
las represas de Alto Hampaturi y Bajo Hampaturi. Estos controles fueron 
programados en su Plan de Control de Calidad de Agua para el Consumo 
Humano 2023-2024 (Anexo A.), documento evaluado y aprobado para su 
continuidad por la AAPS mediante el informe AAPS/DER/INF/114/2023 
(Anexo B). Asimismo, los resultados se remiten a las AAPS con una frecuencia 
semestral conforme la Resolución Administrativa Regulatoria AAPS 145/2021). 
Los resultados del primer semestre de la presente gestión reportados al ente 
regulador, de las muestras obtenidas en la Fuentes señaladas (Anexo C.), 
evidencian que los parámetros de pH, Sólidos Disueltos Totales, Sulfatos, 
Hierro, Cobre y Cadmio (que han sido observados en informe GAM La Paz, de 
una muestra no tomada en la represa como tal) se encuentran dentro de los 
valores aceptables establecidos en la Norma NB 512. En efecto se denota, que 
no existe ningún tipo de contaminación en las represas; 8) En lo referente a la 
socialización a medios de comunicación, de un estudio realizado en dicha 
cuenca por la UMSA, la AAPS ha solicitado su remisión mediante nota 
AAPS/DER/CE/1349/2023 (Anexo D). Posterior a la recepción del mismo, 
denominado “Evaluación Hidroquímica preliminar de reservorio de agua para 
consumo humano próximo a actividades mineras en la microcuenca Hampaturi 
en La Paz Bolivia” (anexo e) se tuvieron las siguientes consideraciones: En la 
“pág. 165” del contenido del título “Resumen” el autor aclara que los cuerpos 
de agua donde se han evidenciado afluentes mineros por los resultados de las 
muestras obtenidas NO PERTENECEN AL SISTEMA DE ABASTECIMIENTO DE 
AGUA POTABLE y en las págs. “173 y 174”, del contenido del Título 
“Conclusiones” el autor indica que los puntos de muestreo de los cuerpos de 
agua de Clase C (conforme a clasificación del Reglamento en Materia en 
contaminación Hídrica) NO SON PARTE DEL SISTEMA DE ABASTECIMIENTO DE 
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AGUA POTABLE. Por lo que reafirma que no existe ningún tipo de 
contaminación en las represas; 9) No obstante mediante Nota 
APS/DER/CE/849/2023 (Anexo F.) y en el marco de la POLÍTICA NACIONAL DE 
CALIDAD DE AGUA PARA EL CONSUMO HUMANO, inciso 8.1 Protección de 
las Fuentes de Agua, ha instruido a EPSAS SA INTERV., que se realicen las 
acciones correspondientes para el control y protección de sus represas en la 
cuenca Hampaturi, en efecto, la prestadora del servicio en agosto ha reactivado 
la Comisión Interinstitucional de Actividades Mineras- CIAM (ANEXO G.) con 
participación de las autoridades ambientales competentes, que tiene por objeto 
realizar inspecciones y monitoreos a fin de evitar cualquier tipo de 
contaminación por pasivos mineros a las represas antes señaladas; 10) Sin 
embargo, a pesar de las acciones que realiza el operador, se advirtió un riesgo 
de contaminación por explotación de actividad minera que en algún caso no fue 
debidamente clausurada y que no tuvo un cierre ambiental adecuado, pero 
esencialmente por nuevas solicitudes de autorización de explotación minera, 
requeridas por particulares a la Autoridad Jurisdiccional Administrativa Minera 
(AJAM) en el área de la cuenca Hampaturi, sobre este particular debe primar el 
derecho constitucional de acceso al agua potable por su alcance colectivo y 
carácter fundamentalísimo, sobre el interés particular de algunas cooperativas, 
por lo que solicitamos a SU AUTORIDAD PROHIBIR A LA AJAM OTORGAR 
NUEVAS AUTORIZACIONES DE EXPLOTACIÓN MINERAS Y REVERTIR LAS QUE 
HUBIERA OTORGADO en las cuencas donde se encuentren fuentes de agua 
destinadas al servicio; 11) En relación a la presunta contaminación en redes de 
distribución de La Paz, conforme a los resultados que fueron presentados al 
público por la UMSA informa que, el 13 de diciembre de 2022, EPSAS SA 
INTERV y la citada Universidad, suscribieron un convenio interinstitucional 
(anexo H.) con diferentes fines, entre ellos, cooperación académica, 
investigativa y trabajos conjuntos en beneficio de la calidad de las aguas de la 
ciudad de La Paz. Asimismo, en su cláusula OCTAVA OBLIGACIÓN DE LAS 
PARTES, NUMERAL 8.1 la UMSA se comprometió en el inciso g) a que “‘Todo 
trabajo de investigación o relacionamiento de información realizada en el marco 
de este Convenio, requerirá para su publicación la conformidad previa”. Por 
consiguiente, el 9 de junio de 2023, se firmó la adenda al Convenio en mención 
(Anexo I), EPSAS S.A. se comprometió en el inc. h) “‘Cubrir los gastos 
administrativos que demanden las investigaciones y análisis que realicen’”; 
durante el mes de agosto. La UMSA y EPSAS S.A. INTERV realizaron controles 
de calidad de agua llevadas a cabo simultáneamente (al mismo tiempo) en 
diferentes puntos de muestreo de los sistemas de abastecimiento de 
Achachicala, Pampahasi y Chuquiaguillo. La UMSA, sin ningún tipo de 
notificación formal a EPSAS S.A. INTERV, publicó resultados a los medios de 
comunicación; 12) En cumplimiento del numeral 14 del Reglamento de la NB 
512, se realizaron reuniones interinstitucionales referentes a la calidad del agua 
el “‘ Comité Interinstitucional y de la Sociedad Civil para el Agua de La Paz-CIS 
AGUA LP” y según acta de 21 de agosto (Anexo J.), la UMSA como entidad de 
apoyo de investigación debía presentar sus resultados en tres semanas 
posterior a la fecha del acta; por lo que, no cumplió dicho compromiso, 
actuando erróneamente como emisor oficial de resultados. La AAPS mediante 
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Nota AAPS/DER/CE/1349/2023 de 27 de septiembre (Anexo K.) solicitó a la 
referida Universidad, el informe de los resultados presentados, solicitud que a 
la fecha lamentablemente no ha sido respondida; empero, advierten un manejo 
irresponsable y nada profesional de la información, causando zozobra en la 
población respecto a la calidad del agua suministrada; 13) De igual manera la 
AAPS mediante nota AAPS/DER/CE/1349/2023 de 27 de septiembre (Anexo L.) 
solicitó a EPSAS SA INTERV los resultados del control realizado en conjunto, y 
en consecuencia, remiten sus resultados (Anexo M), evidenciándose cuarenta y 
cinco puntos de muestreo, de los cuales tres son puntos tomados de los 
canales de ingreso de las Plantas Potabilizadoras de Agua (PPA) Pampahasi, 
Achachicala y Chuquiaguillo (agua cruda, en otras palabras agua sin ningún 
tipo de tratamiento), tres puntos de salida de las PPA (agua potable, posterior 
al tratamiento) y los restantes en diferentes puntos de la red de distribución 
(agua potable, posterior al tratamiento). En efecto los resultados en todos 
los parámetros analizados de las muestras de agua potable, se 
encuentran dentro el rango normativo, con concentraciones de Cloro 
Libre Residual en sus valores aceptables, y por ende, sin presencia de 
ningún tipo de bacterias o parásitos en el agua suministrada. Es 
importante señalar que la diferenciación del tipo de muestra ya sea agua cruda 
o agua potable, permite interpretar y socializar los resultados de manera 
responsable; 14) La AAPS asume como válido dichos resultados del operador 
de servicios, ya que se verifica que los análisis han sido realizados en su 
laboratorio central, que cuenta con veintiocho ensayos acreditados entre físico, 
químicos, metales pesados y microbiológicos (bacterias y parásitos) por la 
Dirección Técnica de Acreditación (DTA) del Instituto Boliviano de Metrología 
(IBMETRO) conforme a la norma NB-ISO-IEC 17025: 2018 “Requisitos 
generales para la competencia de los Laboratorios de ensayo y calibración” 
obligación para emitir resultados de control de calidad de agua en cumplimiento 
al numeral 32 del Reglamento de la NB 512 (Confiabilidad de los resultados de 
análisis y control de calidad que señala: “Para la realización de los análisis, (…) 
las EPSAS deben disponer de un laboratorio propio o contratado que cuente 
con ensayos acreditados en cumplimiento a la Política Nacional de la Calidad de 
Agua para consumo humano: Los laboratorios que realizan los análisis para el 
control de la Calidad de Agua para Consumo Humano deberán participar, al 
menos de forma anual, en ensayos de aptitud coordinados por el Instituto 
Boliviano de Metrología (IBMETRO)”. En relación a los laboratorios donde se 
han efectuado los análisis de las muestras tomadas por la UMSA, por la falta de 
información, se desconoce si sus ensayos se encuentran acreditados por 
IBMETRO; sin embargo, por responsabilidad para con la población, la AAPS 
consideró el referido estudio, y a fin dar certeza a la población instruyó a EPSAS 
S.A. se apliquen en resguardo de la salud pública inmediatamente medidas 
preventivas: 
 

-EN EL CASO DE PRESENCIA DE METALES PESADOS EN FUENTES – Implementar 
procesos de disolución de caudales con mejoras en los controles de desinfección en las 
Plantas Potabilizadoras de Agua. 

 
En el marco del Reglamento de la NB 512, la EPSA deberá realizar inspecciones 
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sanitarias reforzando el control semestral en sus fuentes de abastecimiento. 
 
Implementación de puntos intermedios adicionales del control de Cloro Libre Residual 
(Anexo N.). 
 
Publicación de cronograma y de resultados del control de calidad de agua (Anexo O). 
 
Instalación de Data Logers a la salida de las potabilizadoras de Agua (Anexo O.). 
 
Para el caso de asumir prevenciones en las redes intradomiciliarias se remitió nota al 
GAM a fin de que se implementen medidas de cuidado y control de calidad del agua 
potable (Anexo P). 
 

15) Sin perjuicio de lo dispuesto, la AAPS inició el correspondiente proceso 
administrativo contra EPSAS SA INTERV., por permitir la toma de muestras en 
conjunto con un laboratorio externo que no ha demostrado los protocolos 
normativos establecidos y el manejo de los resultados generando incertidumbre 
en la población; 16) Finalmente, garantizar la calidad del agua en las fuentes 
(agua cruda-no potabilizada) y en las redes de distribución pública y aún en las 
redes intradomiciliarias al interior de los de los inmuebles, implica obligaciones 
y responsabilidad, no sólo de EPSAS S.A. INTERV., sino de los diferentes 
niveles de Gobierno, al efecto informamos a sus autoridades lo siguiente: El 
GAM La Paz, para asumir de forma plena, seria y responsable su competencia 
de provisión de servicios de agua potable y alcantarillado sanitario, 
independientemente que “a la fecha” EPSAS S.A. sea el operador de servicios, 
debe promulgar su Ley Municipal de Provisión de Servicios de Agua Potable y 
Alcantarillado Sanitario, que le permita ejercer sus funciones, siendo una de 
ellas, el control de calidad del agua. Asimismo, en caso de una probable causa, 
de una supuesta contaminación en redes es la falta de renovación de las 
mismas, esta tarea compete al GAM de La Paz, que a través del Servicio 
Municipal de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario (SEMAPA) es propietaria de 
gran parte de la infraestructura de agua potable y alcantarillado sanitario. 
Asimismo, el referido GAM tiene facultades para disponer respecto de la 
implementación, cuidado y mantenimiento de las redes intradomiciliarias y 
finalmente como autoridad ambiental competente, tiene la facultad de asumir 
un régimen de administración y conservación de cuencas fuentes y reservorios 
de agua en su municipio; por lo que, correspondería se instruya a la citada 
entidad y municipios aledaños, la promulgación de leyes municipales que 
normen la provisión de los servicios de agua potable y alcantarillado sanitario. 
Asimismo, existen dificultades en la REGULACIÓN de los servicios de parte de la 
AAPS, debido a la falta de actualización de la normativa sectorial, así por 
ejemplo, se cuenta con la Ley de Agua que data de 1906 y la Ley 2066 data del 
año 2000, es decir, son normas preconstitucionales y en algunos casos 
anacrónicas; por lo que, correspondería se instruya o aperciba a la Asamblea 
Legislativa Plurinacional la actualización de la normativa legal sectorial; y,     
17) Solicita se realice una valoración correcta de los hechos, derecho y 
fundamentos expuestos, se conceda en parte la tutela solicitada y se 
disponga en resguardo del derecho de acceso al servicio de agua potable, 
prohibir en la cuenca Hampaturi y cuencas donde se encuentren fuentes de 
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agua destinadas al servicio de agua potable, toda autorización de explotación 
minera que tenga en curso la AJAM y/o la reversión de las ya concedidas. 
Instruya y CONMINE a la UMSA, remita el Informe de Laboratorio de Control de 
Calidad de agua realizado. Asimismo, la acreditación de sus ENSAYOS por 
IBMETRO que respalde competencias; en su mérito asumirán las acciones que 
por ley corresponden. Finalmente se aperciba a los Gobiernos Autónomos 
Municipales involucrados, al cumplimiento de sus competencias y la emisión de 
la normativa municipal correspondiente (presentó prueba documental de        
fs. 488 a 758). 
 
Jaime Gutiérrez Quevedo, Interventor de EPSAS S.A., presentó informe escrito 
que cursa de fs. 462 a 474 y en audiencia a través de sus abogados, señaló 
que: i) La acción popular interpuesta por el Defensor del Pueblo, toma como 
elementos probatorios a lo publicado -en todo el país- a través de medios de 
comunicación, donde se establece una posible actividad minera; asimismo, hizo 
referencia que existe agua con turbidez y personas que presentaban problemas 
en la piel como ardor en los ojos, sin ningún sustento técnico y científico, no 
establece el lugar geográfico y cuando se suscitó el mismo, esta aseveración se 
sujeta al término conjetura entendida como un juicio de valor que se forma 
como resultado de realizar observaciones o de analizar, también realiza 
especulaciones basado en ideas o pensamientos no fundamentados sin atender 
una base real científica; ii) Asimismo, en la pág. 4, segundo párrafo del 
memorial de esta acción tutelar, manifiesta “A la salida de la mima (…) no se 
pudo evidenciar exactamente el lugar por el que esto ocurre…” (sic); y que 
existiría infiltración de drenaje acido de mina en la represa de Hampaturi; citó 
la SCP 0165/2019-S4 de 25 de abril, referida al debido proceso, a una 
resolución fundamentada, señala que una resolución no puede fundarse en 
conjeturas, que carecen de todo sustento jurídico; iii) Del informe descrito por 
el accionante se puede establecer una posibilidad de contaminación que no fue 
probada y sustentada; es decir, que la acción popular estaría sujeta a 
conjeturas y especulaciones no sustentados técnica y científicamente;            
iv) Refiere que EPSAS S.A. realiza el monitoreo constante durante las 
veinticuatro horas y los trescientos sesenta y cinco días del año con personal de 
turno para controlar las fuentes hídricas del líquido elemento, es decir, la toma 
de muestras a diario; asimismo, publica los niveles de agua que se tiene en las 
represas, cumpliendo con las obligaciones encomendadas según la NB 512;     
v) Señala que el río Irpavi no es utilizado por EPSAS S.A.; vi) El accionante sin 
ningún sustento técnico científico llega a una conclusión afirmando el hallazgo 
de una contaminación en la represa de Hampaturi por infiltración del drenaje 
ácido de mina, lo cual constituye como un potencial peligro para la salubridad 
pública; vii) Respecto a la presencia de bacterias heterotróficas y escherichia 
coli relacionada con contaminación fecal publicada por la UMSA, sobre el 
muestreo realizado en agosto de 2023, donde manifiestan que encontraron 
concentraciones de bacterias (amebas, y giardia), no existe un documento 
oficial que señale cuál es la metodología, normativa, material, etc, empleada 
para la investigación; de la revisión se puede verificar que se trata de un folleto 
informático (artículo), que contiene cuatro párrafos cortos que no tiene nada 



15 
 

que ver con una investigación técnica científica, plasmada en un informe y 
firmada, no establece si las investigaciones fueron realizadas por universitarios 
o por docentes, no presentó ese documento donde contenga todos los 
requisitos y formalidades inherentes a un Informe Técnico Científico no 
establece de qué parte de los tres sistemas de distribución tomaron la muestra; 
viii) Citó el informe Interno GT-DPA-PP-0042-INF23 - 09960 de 13 de octubre 
de 2023 que según el mismo establece que las minas aledañas a la represa de 
Hampaturi se encuentran controladas e inactivas, que el residuo de la mina no 
tiene contacto directo con la represa de Hampaturi; así también que la fuente 
de agua del GAM La Paz hubiera detectado presencia de cadmio, no es 
correcta, y que los puntos HAMP-3 y HAMP 4 no pertenecen a una fuente de 
agua al igual que la afirmación “…amenazando la contaminación del agua…” 
(sic); ix) El Informe GT-DLC-0031-INF/23/ EPSAS/2023-09911 de 12 de 
octubre de 2023, establece que la EPSAS S.A. cumple con los parámetros 
respecto a la calidad física, química, microbiológica, organoléptica y radiológica 
del agua destinada a consumo humano, estableciendo las condiciones que 
deben cumplir, en el marco de sus competencias, así también cumple con las 
competencias laborales, conforme a la Política Nacional de la calidad del agua y 
las personas encargadas del muestreo y análisis de la calidad, en cumplimiento 
a la Norma ISO-IEC 17024, así como la acreditación otorgada por IBMETRO 
para sus métodos de ensayos la competencia técnica del personal del 
laboratorio y el cumplimiento con la NB 496, misma que se refleja en la 
confiabilidad de los resultados de análisis y control de la calidad y los 
laboratorios  que realizan los análisis para el control de la calidad del agua para 
consumo humano a través de ensayos de aptitud coordinados por IBMETRO , 
acreditando los equipos que se utilicen para el análisis y control de calidad del 
agua para el consumo humano. La UMSA no se encuentra acreditada con la 
norma internacional 17025; y, x) Respecto a la supuesta vulneración de 
derechos como al agua y a la salubridad pública, en gestiones pasadas como en 
la presente se viene trabajando y dando continuidad en el servicio adecuado en 
suministrar agua potable a la ciudad de La Paz, El Alto y sus alrededores, no se 
ha demostrado esa vulneración porque EPSAS S.A. en ningún momento está 
coartando o impidiendo el acceso al agua potable a la ciudanía; finalmente 
señaló que al no existir una amenaza cierta y probada de lesionar el derecho de 
acceso al agua potable en su vertiente calidad y salubridad pública, solicitó se 
deniegue la tutela y en consecuencia, se archive obrados. (Anexó prueba 
documental que cursa de fs. 60 a 461). 
 
Chambi López, Técnico Jefe de la División en el Área de Producción Agua 
Potable de EPSAS S.A, en audiencia manifestó que: a) presentaron 
documentación como pruebas y resaltó que la “contaminación minera”, 
geográficamente referenciado están fuera de la represa de Hampaturi, aguas 
debajo de la represa de Hampaturi; y, b) Que también en el informe del 
Gobierno Municipal indicó que el Señor Ascencio comunica casos de rotura de 
la tubería y que EPSAS realiza los cambios; a la consulta del Presidente de Sala, 
aclaró que Ascencio es un comunario que vive en la zona de la represa que 
tiene una vivienda en la parte alta del borde de la represa y que era Operador 
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de la Planta de Tratamiento del Drenaje Ácido de Mina, cuando operaba en la 
entonces mina “La Solución”; quien a la fecha, colabora, coadyuva con su 
buena voluntad, cuando hay eventos de rotura de las tuberías (fotografía N°. 4) 
que demuestra que precisamente se ha realizado el cambio de tuberías; en 
cumplimiento de la NB 512 respecto a la protección de fuentes, EPSAS cumple 
con su misión conferida por el Reglamento, en el informe que está en sus 
manos se tiene que EPSAS realiza monitorios permanentes a las fuentes de 
agua, a la represa de Hampaturi y comunican los resultados a las Autoridades 
competentes, EPSAS realiza el mantenimiento de las referidas tuberías con su 
personal de la división de reservas y aducciones que hace inspecciones 
permanentes a estas tuberías y a todos los ingresos de agua de la represa, se 
hace cambio reparaciones y se protege la fuente de agua, no sólo Hampaturi, 
sino en todas las fuentes, puntualizó que se tiene diez fuente y otras menores y 
no cinco como se dijo; no hay contaminación en las fuentes de agua, no hay 
contaminación en la represa de Hampaturi lo demuestran los resultados de 
ensayo del laboratorio Central presentados en el informe acreditado con 28 
parámetros de análisis especializado en la matriz de agua; refiere que de 
encontrar procedente, la Sala ordene el análisis en otros laboratorios, que sean 
acreditados.  
 
Adrián Henry Ascarrunz Carrillo, Director del SEDES La Paz, a través de su 
abogada y apoderada, en audiencia manifestó que: 1) Se hace llegar oficios e 
informes remitidos por las distintas instituciones, “…consistentes a través de la 
UMSA, la AJAM, la Autoridad de Fiscalización y Control Social de Agua Potable y 
otras más” (sic); 2) Asimismo, hizo conocer que el SEDES cuenta con una 
Unidad de Salud Ambiental y es dependiente de la institución, la misma que en 
conocimiento de los antecedentes por medios de comunicación ha instruido de 
manera inmediata a la unidad correspondiente de salud ambiental, tome 
acciones en concordancia con lo dispuesto en el Reglamento Nacional 
denominado NB 512; 3) Habiendo cumplido ese Servicio Departamental de 
Salud, con lo dispuesto en el Reglamento referido en su art. 12 apartado I que 
refiere coadyuvar en el control de Salud Ambiental de manera específica, pese a 
que por varias instituciones no recibieron respuesta oportuna, mediante el 
Gobernador del departamento de La Paz, se instruyó tomar acciones consistentes 
en talleres y/o capacitaciones a través de la Unidad de Salud Ambiental y que 
alcance a distintas redes de salud; y, 4) Manifestó que el Reglamento denominado 
NB 512 en el art. 12 apartado I, refiere al Servicio Departamental de Salud en 
coadyuvar el control de salud ambiental, habiéndose desvirtuado ese extremo 
por la documentación presentada pide se deniegue la tutela respecto a esa 
institución (anexó prueba cursante de fs. 777 a 809). 
 
Max Enríquez Nava, Viceministro de Promoción, Vigilancia Epidemiológica y 
Medicina Tradicional, no remitió informe alguno ni se presentó a la audiencia de 
consideración de esta acción tutelar, a pesar de su legal citación cursante a fs. 49. 
 
I.2.3. Participación de los terceros interesados  
 



17 
 

Edgar Pary Chambi, Ministro de Educación a través de sus representantes 
legales, en audiencia manifestó que: i) El Ministerio de Educación fue notificado 
con la acción popular en la cual no se establece cuál la necesidad de convocar 
a dicho Ministerio de Educación como tercero interesado; y, ii) Realizó una cita 
textual del art. 80 de la Ley de la Educación “Avelino Siñani - Elizardo Pérez”    
-Ley 070 de 20 de diciembre de 2010 sobre atribuciones referidas a la gestión 
educativa de las Entidades Territoriales Autónomas (anexó Testimonios de 
Poder 351/2023 y 480/2023 de fs. 764 a 774 vta.). 
 
Dulfredo Iván Albis Mancilla, Director General Ejecutivo a.i. del Servicio 
Nacional para la Sostenibilidad de Servicios en Saneamiento Básico (SENASBA), 
mediante memorial que cursa a fs. 487 y vta., hizo llegar el Informe Técnico 
DTS-MIAGUAV-0288-INF/23/2023-01301 en el que refiere: a) Que el 11 de 
octubre de 2023, tuvo conocimiento de la acción popular donde fue señalado 
como tercero interesado, que el DS 29741 de 15 de octubre de 2008, crea el 
SENASBA, con la misión de constituirse en una entidad de desarrollo de 
capacidades de las Entidades Prestadoras de Servicios de Agua Potable y 
Alcantarillado Sanitario (EPSA), mediante asistencia técnica Fortalecimiento 
Institucional e implementación de la estrategia Social de Desarrollo Comunitario 
a nivel nacional”, con los siguientes objetivos, entre otros, promover el 
desarrollo institucional de las EPSA a través de la difusión de conocimientos y 
transferencia de tecnologías apropiadas e innovadoras en el sector de agua y 
saneamiento básico; b) Describió la normativa referida a la calidad de agua 
para consumo humano, y refiere que el control de la calidad de agua para 
consumo humano, se realiza siguiendo lo establecido en las NB 512 y el 
Reglamento Nacional para el Control de Calidad del Agua para el Consumo 
Humano que su rol y función es orientar y capacitar a la EPSAS en la 
planificación y realización del control de la calidad del agua; y, c) En 
conclusiones refiere que el SENASBA únicamente ejecuta los Programas 
MIAGUA IV Fase 2 y MIAGUA Fase v, ambos están en etapa de conclusión y 
cierre de los mismos, el área de intervención de SENASBA es principalmente en 
el área rural, no tiene competencia para realizar pruebas de laboratorio, para 
vigilancia de la calidad de agua para consumo humano (anexo prueba cursante 
de fs. 475 a 486). 
 
María Elena Capra Seoane, Presidenta de la Asociación Multidisciplinaria de 
Consultores Ambientales (AMPLAS), a través de su abogado, en audiencia 
manifestó que no cuentan con laboratorios, son una Asociación representada 
por técnicos especializados en el medio ambiente y están presentes por la 
preocupación que tienen por los informes emitidos por la UMSA así como el 
GAM de La Paz, y como representantes de la sociedad transmiten la duda y 
la preocupación que se ha generado en la población, considerando 
pertinente que se realicen estudios correspondientes para difundirlo; que el 
agua de la cual se abastecen presente metales pesados y problemas 
microbiológicos es preocupante y requiere de una auditoría de 
responsabilidad compartida. 
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Jens Goetzenberger, Director de Programa para Servicio Sostenible de Agua 
Potable y Saneamiento a Áreas Urbanas (PERIAGUA), Oscar Campanini 
Gonzales, experto en temas Sociales Sobre Acceso a Agua Potable del CEDIB, 
Ronald Baldiviezo Garrón, Presidente de la Asociación Boliviana de Ingenieros 
Sanitarios (ABIS) no asistieron a la audiencia de consideración de la presente 
acción de defensa, pese a sus notificaciones cursantes a fs. 53, 55 y 57. 
I.2.4. Otras intervenciones  
 
Faustino Quispe Cusi, Representante del Medio Ambiente en la Confederación 
Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB), en audiencia 
manifestó que la EPSAS S.A. tiene que garantizar la higiene total del agua, pues 
estarían jugando con la salud, “…se están arrojando la pelota…” (sic), si se va a 
sancionar que se sancione a EPSAS. 
 
Martha Aruquipa Choque como Control Social de la CONALJUVE, señaló que 
tiene que haber una solución, se debe trabajar y no esperar que la gente se 
contamine, no es culpa únicamente de EPSAS S.A., también se deben analizar 
las concesiones mineras y buscar pronto una solución y trabajar por el bien de 
la salud en forma conjunta. 
 
La Federación Departamental de Jubilados señaló que otorgan todo el apoyo 
correspondiente a la Defensoría del Pueblo, ya que todos resultan afectados, 
tienen 200 000 jubilados mayores de edad, y sufren las consecuencias del agua 
y de los residuos sólidos, finalmente piden a EPSAS S.A. y a la AAPS que 
“sepan” controlar estas situaciones. 
 
I.2.5. Intervención de amicus curiae 
 
Shannen Jenifer Quiroz Escobar, María Jhoselyne Tambo Lima y Erland Cristian 
Salazar Quille, Miembros y Voluntarios de la Red de Monitoreo y Defensa de los 
Derechos Medioambientales y Derechos de Pueblos Indígenas y el Pueblo 
Afroboliviano (REDANMPIC), presentaron memorial y prueba documental que 
cursa de fs. 846 a 962 en calidad de amicus curiae, con el objeto de aportar los 
testimonios de las comunarias y comunarios de Hampaturi que no fueron 
considerados a momento de desarrollarse la audiencia de acción popular y a 
tiempo de solicitar medidas cautelares, refieren la existencia de dos escenarios: 
1) Primero, que el Defensor del Pueblo solicitó información al GAM La Paz, 
quien a través del Informe SMGAER-DPCA-UPCAAOP 090/2023 SMGAER DPCA-
SA 008/2023, con referencia a la “Inspección a actividades cercanas a la 
represa Hampaturi” concluyó que en el sector de la represa Hampaturi alto, se 
encuentra la ex mina “La Solución” que continúa evacuando drenaje ácido de 
mina por una tubería que sale aguas debajo de la Represa baja de Hampaturi, 
los resultados revelaron un pH muy bajo, una mayor concentración de residuos 
totales y valores muy altos de sulfato, hierro, cobre y cadmio, el siguiente 
muestreo reveló que el hP se regula y sus características mejoran en casi todos 
los parámetros monitoreados, excepto para cadmio, lo cual indica que no es 
apta para ningún uso a menos que reciba tratamiento físico químico completo y 
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pre sedimentación. Es decir, de este documento se tiene que el tratamiento de 
aguas no es el mecanismo suficiente para contrarrestar la existencia de 
residuos minerales, este aspecto cobra relevancia a momento de considerar se 
extraiga del lugar la maquinaria e infraestructura de la ex mina “La Solución”; 
2) A dicho estudio se sumó el “‘Monitoreo de la calidad de agua potable en las 
redes de distribución de la ciudad de La Paz’” (sic) de la UMSA, cuyo resultado 
es la detección de bacterias heterotróficas y escherichia coli (relacionada con 
contaminación fecal), amebas y giardias en tres sistemas de distribución de 
agua potable de la mencionada ciudad, lo cual pone en riesgo la salud de sus 
habitantes y con mayor intensidad a quienes viven en Hampaturi, lo que 
evidencia que las autoridades demandadas omitieron cumplir eficazmente sus 
responsabilidades, amenazando lesionar el derecho al agua potable y a la 
salubridad pública; añaden que las Autoridades de Hampaturi, en su totalidad, 
señalan que sí existe cierta contaminación, refieren que con anterioridad 
consumían el agua, que después del funcionamiento de la mina “La Solución” 
ya no, que el líquido elemento contaminado con copajira afecta a sus animales 
y a sus cultivos; sin embargo, los ex trabajadores no quieren que se realice el 
cierre ambiental de la mina sin que se cancele la deuda que tiene el dueño con 
ellos; 3) En la acción popular no se consideró la participación de las 
comunarias y comunarios de Hampaturi, puesto que ellos se constituyen en 
guardianes del agua en su territorio, debido a que la represa de Hampaturi se 
encuentra en su territorio, son los que pueden brindar mayor información sobre 
la contaminación o no del agua por minería y otros factores, de qué manera les 
afectaría la presunta contaminación en su condición de salud, salubridad, y 
vida. Este aspecto es relevante porque la justicia constitucional debe considerar 
derechos en su interdependencia, la compatibilidad biológica y de los 
habitantes, que la Sala Constitucional debió citar de oficio a las comunarias y 
comunarios de Hampaturi y en la fundamentación no hizo referencia sobre los 
mismos, tampoco establece medidas protectivas o cautelares; en la parte 
dispositiva desde un enfoque preventivo, no se tomó en cuenta el mayor grado 
de afectación que pudieran tener las y los comunarios de Hampaturi; 4) Es 
pertinente considerar la situación de la mencionada comunidad, cuyos derechos 
resultan de relevancia constitucional, para que se emprendan estudios 
adicionales a fin de determinar la infiltración de aguas ácidas en la represa de 
Hampaturi, evaluar el estado de salud de los comunarios, su situación particular 
con relación al agua y las actividades mineras que potencialmente afectan su 
entorno, la flora, la fauna, es de urgencia realizar un estudio y evaluación 
integral en virtud a lo dispuesto en el Decreto Supremo (DS) 24782 de 31 julio 
de 1997; 5) A través de un medio radial el 2 de agosto de 2023 los comunarios 
de Hampaturi dieron a conocer que la AJAM, habría suscrito un nuevo contrato 
administrativo minero con la Cooperativa San Calixto, aprobado por Ley 1143 
de 30 de enero de 2019, para realizar actividades mineras en la cabecera de la 
cuenca Hampaturiri, antes de la primera represa de EPSAS S.A., hecho que de 
materializarse ocasionará la contaminación del agua potable que abastece a la 
comunidad como a la población paceña, la AJAM emitió un comunicado 
destacando que si bien firmó un contrato, aún está en trámite la obtención de 
la licencia medioambiental por parte del Ministerio de Medio Ambiente y Agua, 
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por consiguiente, la Cooperativa minera no tiene intención de iniciar actividades 
mineras hasta que cuente con dicha licencia, tanto la ex mina “La Solución” 
como el proceso de concesión constituyen una amenaza de contaminación del 
agua potable, por ello las Autoridades del Ayllu Hampaturi de 2023 en 
representación de los comunarios mostraron su descontento con el proceso de 
suscripción del contrato administrativo minero, pues ellos se enteraron de dicha 
concesión cuando la Cooperativa empezó a trasladar maquinaria al lugar para 
armar infraestructura; las autoridades luego de recurrir a varias entidades 
estatales para hacer conocer su preocupación como guardianes del agua, 
obtuvieron una respuesta el 18 de octubre de 2023 mediante Nota 
AJAM/DES/NE 1704/2023 de la Dirección Ejecutiva Nacional de la AJAM dirigido 
al Ministerio de Medio Ambiente y Agua, que refiere que: “…a Dirección 
Departamental La Paz de la AJAM se inició el procedimiento de Resolución de 
Contrato N° AJAM/DDLP-B/P/CAM/0019/2018 de 06 de febrero de 2018, 
suscrito con la Cooperativa Minera San Calixto Ltda., por el incumplimiento de 
pago de la patente minera; producto de ello se emitió la Resolución 
Administrativa correspondiente, la cual se procesará de acuerdo a la Ley N° 
535 de Minería y Metalurgia, concordante con la ley N° 2341 de Procedimiento 
Administrativo” (sic), piden se prohíban las concesiones mineras en las 
cabeceras de la represa de agua; 6) Luego de una exposición amplia que da a 
conocer la pretensión de las comunarias y comunarios de Hampaturi para hallar 
protección para sus derechos colectivos amenazados, mediante la inclusión de 
Hampaturi como área protegida, bajo una categoría que facilite la coexistencia 
teniendo en cuenta la presencia de las Comunidades y el desarrollo sostenible 
de los habitantes del área, piden se “ratifique la concesión de tutela” y se 
considere la situación particular de los derechos del Ayllu Originario Hampaturi, 
disponiendo que: 
 
i) Se valoren los testimonios aportados, los argumentos jurídicos y fácticos del 

memorial ampliando la decisión a la situación particular del Ayllu 
Hampaturi; 

 
ii)  Que las Autoridades demandadas actúen en el marco de sus competencias, 

realicen los estudios in situ para determinar el origen de los pasivos 
ambientales en Hampaturi, derivados de la actividad minera de acuerdo a 
los testimonios de las comunarias y comunarios; 

 
iii) Que la AJAM informe el estado de los trámites de contratos y actividades 

mineras y se garantice la suspensión de cualquier actividad minera, cateo, 
prospección, exploración, explotación de las que se desprenda residuos que 
generen contaminación al constituir el contrato administrativo minero con la 
empresa minera San Calixto una amenaza de contaminación hídrica; 

 
iv) Se dispongan medidas cautelares en el marco de los arts. 9 y 34 del Código 

Procesal Constitucional (CPCo), sin perjuicio de las medidas cautelares que 
se consideren necesarias; y, 
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v)   Se disponga que el Ministerio de Medio Ambiente y Aguas, y demás 
dependencias analicen la pertinencia de emitir instrumentos normativos que 
correspondan para promover se declare Hampaturi área protegida, en el 
marco de lo dispuesto por los arts. 46, 62 y 63 de la Ley Ley del Medio 
Ambiente -Ley 1333 de 27 de abril de 1992- concordantes con los arts. 
19 y 25 del Reglamento de Áreas Protegidas aprobado por el DS 24781 
de 31 de julio de 1997, a los fines de compatibilizar la conservación del 
entorno natural y los recursos hídricos con los habitantes de las 
comunidades de Hampaturi. 

 
I.2.5. Resolución  
 
La Sala Constitucional Primera del departamento de La Paz, mediante 
Resolución 233/2023 de 13 de octubre, cursante de fs. 837 a 842, concedió la 
tutela solicitada y dispuso que: a) Tanto el accionante como las autoridades 
ahora demandadas soliciten al IBMETRO, que esta Institución designe a un 
laboratorio imparcial, para que éste, en base a los mismos parámetros que 
establezca IBMETRO realice nuevos estudios de laboratorio a fin de descartar o 
consolidar la tesis efectuada por la Defensoría del Pueblo en esta audiencia, sea 
en un plazo no mayor a las setenta y dos horas; y, b) Se exhorta tanto a las 
autoridades accionadas y al Defensor del Pueblo, realizar seguimiento del 
cumplimiento de esta resolución, sea en la medida de sus posibilidades hasta la 
emisión del dictamen que se realizará por el laboratorio a designarse, debiendo 
tener la diligencia de efectuar cualquier medida correctiva que sea necesaria, 
para el cumplimiento y la garantía de los derechos que se han identificado 
en esta audiencia; con base a los siguientes fundamentos: 1) En razón a un 
informe del GAM La Paz y una investigación que habría realizado la UMSA, se 
dejó entrever que las represas que proveen de agua al Municipio de La Paz 
estarían sufriendo algún tipo de contaminación; por un lado, de metales 
pesados y por otro, de bacterias, entre ellas, escherichia coli y otras; 2) Este 
hecho ha sido denunciado, por una lado, por la mencionada entidad 
municipal; y por otro lado por la señalada Universidad, aun con la aclaración 
hecha por EPSAS S.A.  ha generado una suerte de zozobra alrededor de los 
habitantes del municipio de La Paz, y esta es una conclusión, que por ser un 
hecho evidente, está fuera de cualquier discusión; y, 3) La Sala 
Constitucional tiene una línea invariable respecto al derecho a la salud, esto 
es, tiene autoprecedentes sobre la misma, cuando el debate sobre el que 
cae la pretensión del accionante, tiene que ver con la salud, 
indefectiblemente estamos frente a la teoría de la unidad e indivisibilidad de 
los derechos fundamentales, la lesión a uno de ellos, implica por fuerza la 
lesión de los demás, la afectación de un derecho que recaiga sobre criterios 
de salud pública, indefectiblemente recaerá sobre la salud de un grupo no 
determinado, cuestión de procedibilidad propia de la acción de popular, pero 
además, la salud indefectiblemente recaerá en un daño irremediable al 
derecho a la vida. 
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El accionante en vía de aclaración, refirió que se aclare expresamente que la 
Defensoría del Pueblo lo que va hacer es un seguimiento respecto a lo 
determinado en cuanto a las autoridades ahora demandadas. 
 
El Presidente de Sala, señaló que se tiene por aclarado en los términos 
expuestos por la Defensoría del Pueblo. 
 
Asimismo, se realizó una complementación de oficio a la parte dispositiva de la 
Resolución en los siguientes términos: “3.- Emítase oficio en el día al Instituto 
Boliviano de Metrología “IBMETRO” para hacerle conocer la parte dispositiva de 
la presente Resolución a fin de dar cumplimiento a la misma, sea con nota de 
atención y demás formalidades de Ley. 
 

II. CONCLUSIONES 
 
De la revisión y compulsa de los antecedentes que cursan en obrados, se 
establecen las siguientes conclusiones: 
 
II.1. Mediante Nota CITE: DESP. GAMLP 1517/2023 de 11 de julio, el 

Gobierno Autónomo Municipal de La Paz, en respuesta a la nota 
DP/SSP/RIE/LPZ/3262/2023 de la Defensoría del Pueblo, de 
requerimiento de informe escrito sobre contaminación en la cuenca 
Hampaturi e inocuidad de productos alimenticios provenientes de esta 
cuenca, adjuntó el Informe SMGAER.DPCA-SA 014/2023 de 6 de julio 
sobre contaminación de la cuenca Hampaturi, refiriendo en 
Conclusiones que, el Gobierno Autónomo Municipal de La Paz, tuvo 
conocimiento de la posible contaminación de reservorios y 
cuerpos de agua en la cuenca de Hampaturi y tomó diversas 
acciones desde el 22 de mayo de la presente gestión, a través de una 
inspección de área, toma de muestras, análisis de laboratorio y análisis 
territorial y normativo; a partir de la información colectada, puso en 
conocimiento de la Autoridad Ambiental Competente Departamental 
(AACD) y Autoridad Ambiental Competente Nacional (AACN) para que 
dentro de sus atribuciones y competencias realicen las acciones que 
correspondan desde la remediación ambiental, hasta el cierre definitivo 
del pasivo Ambiental identificado, e inicien los procesos Administrativos 
Sancionatorios a quienes correspondan. Asimismo, difundió los 
hallazgos a fin de asegurar la calidad de agua de consumo de la 
población paceña y que las instancias competentes tomen 
acciones sobre las actividades, obras o proyectos y/o pasivos 
ambientales que contaminan las aguas del río Irpavi. (fs. 7 a 9). 

 
II.2. Por Informe SMGAER-DPCA-UPCAAOP 090/2023 SMGAER-DPCA-SA 

008/2023 de 31 de mayo, sobre INSPECCIÓN A ACTIVIDADES 
MINERAS CERCANAS A LA REPRESA DE HAMPATURI, así como el 
Informe de Ensayo en Agua GMMA- LAB-AGUA-100/2023, la Jefa de 
Unidad de Prevención y Control Ambiental a las Actividades Obras y 
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Proyectos del Gobierno Autónomo Municipal de La Paz, puso en 
conocimiento del Secretario Municipal de Gestión Ambiental y Energías 
Renovables una presunta contaminación del agua para consumo 
humano, señalando que el 16 de mayo de 2023, los medios de 
comunicación socializaron un estudio de la UMSA que habla sobre la 
contaminación ambiental por minas en la represa de Hampaturi, en ese 
sentido, personal de la DPCA, de la DAPBCC y la Subalcaldía Hampaturi 
en cumplimiento a normas se apersonaron al área denunciada para 
realizar una inspección, y realizaron la toma de muestras. Señala en 
Conclusiones y refiere en partes salientes que el comportamiento de los 
tres metales pesados (cobre, hierro y cadmio) muestra un indicio 
que podrían existir otros metales pesados característicos de 
drenajes ácidos de mina; es posible que exista infiltración del 
drenaje ácido de mina, al suelo a las aguas subterráneas (si existen) 
y hacia la represa, lo cual se constituye como un potencial 
peligro para la salud pública (fs. 10 a 24 vta.). 

 
II.3. Cursa publicación “11” de septiembre de 2023 realizada por la UMSA, 

SOBRE LA CALIDAD DEL AGUA DE CONSUMO EN LA PAZ CON 
RESPALDO CIENTÍFICO EFECTÚAN RECOMENDACIONES PARA EPSAS Y 
LA POBLACIÓN, señala que con la finalidad de evaluar la calidad del 
agua potable de acuerdo a los parámetros contemplados por la norma 
Boliviana de Agua 512 el Instituto de Investigaciones Químicas, el 
Instituto de Ingeniería Sanitaria y el Instituto de Investigaciones 
Fármaco  Bioquímicas de la UMSA realizaron un muestreo de cuarenta y 
cinco puntos de distribución de agua potable en la ciudad de La Paz, en 
agosto de 2023, para análisis bioquímico y microbiológicos con la 
finalidad de evaluar la calidad del agua potable. El estudio reveló que 
en los tres sistemas de distribución de agua potable (Chuquiaguillo, 
Achachicala y Pampahasi) los parámetros fisicoquímicos (PH, 
temperatura, conductividad, dureza total, alcalinidad total, turbiedad) y 
los parámetros químicos- cationes y aniones, sulfatos, nitratos, calcio, 
sodio, potasio y elementos traza hierro, Arsenio, plomo y otros como 
cloro libre residual), se encuentran en niveles por debajo de los límites 
permitidos, establecidos por la Norma Boliviana NB 512. Que los 
estudios para identificar microorganismos bacterias y parásitos han 
evidenciado la presencia de ambos; es decir se ha determinado 
concentraciones fuera de la norma de bacterias heterotróficas y 
Escherichia Coli (relacionada con contaminación fecal), como también la 
presencia de Amebas y Giardia, que son parásitos que no deben estar 
presentes en el agua de consumo (fs. 29 vta.).  

 
II.4. Consta Informe Interno sobre contaminación minera en la represa 

Hampaturi GT-DPA-PP-0042-INF 23-09960 de 13 de octubre de 2023 
emitido por EPSAS planta Pampahasi, sobre Informe SMGAER-DPCA-
UPCAAOP 090/2023 SMGAER-DPCA-SA 008/2023 y sus anexos, que en 
sus Conclusiones señala que se interpretó mal la información técnica 
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científica contenida en la publicación de los medios de comunicación 
acerca de la contaminación minera en la represa de Hampaturi sobre la 
publicación de la UMSA, llegando a la conclusión errónea que las aguas 
de la represa Hampaturi están contaminadas, considerando que el 
drenaje de la mina no toca las aguas de la citada represa. EPSAS S.A. 
monitorea permanentemente la calidad del agua de las represas que 
administra, la calidad de agua en proceso al interior de sus plantas 
potabilizadoras y la calidad de agua en las redes sociales de 
distribución, cuenta con un laboratorio acreditado según la norma 
internacional ISO 17025. En los informes de la prueba 2 emitidos por el 
Gobierno Autónomo Municipal de La Paz, que hace referencia a los 
puntos HAMP 2, 3 y 4, no existen elementos suficientes que respalden 
la afirmación que existe contaminación en el agua de la represa 
Hampaturi por infiltración de drenaje de mina, entendido como un 
potencial peligro para la salubridad pública y sobre la existencia de 
metales que hacen que el agua no sea apta para el consumo humano. 
En consecuencia, la evidencia 1 que refiere el incumplimiento de las 
obligaciones básicas por parte de EPSAS S.A. y la afirmación de omisión 
al cumplimiento eficaz de dichas responsabilidades quedan nulas, así 
como la evidencia 2 también queda nula o debe ser rechazada, pues los 
puntos codificados se encuentran ubicados en aguas abajo de la 
empresa Hampaturi, no pertenecen a una fuente de agua administrada 
por EPSAS S.A. para abastecimiento a la población. Aclaró que el 
cadmio PH sólidos, otros metales y las demás obligaciones básicas por 
parte de EPSAS S.A. cumplen con los requisitos de la norma boliviana 
NB 512 (fs. 61 a 64). 

 
II.5. Cursan Actas de reunión con las Comunarias y Comunarios de 

Hampaturi correspondientes a enero y febrero de 2024, en las cuales 
las autoridades y ex autoridades, refieren que la comunidad de 
Hampaturi es un pueblo con siete comunidades que son: Lorocota, 
Hampaturi Chico, Choquechihuani, Sunturuta, Carpani, Queñuma y 
Jokonaque.  

 
  Que la ex mina “La Solución” contamina mucho, cuando aún no existía 

consumían el agua y regaban pero cuando la abrieron se contaminó ese 
líquido elemento, refieren que tienen una temporada de sequía y ya no 
produce nada, la tierra se ha vuelto como arena amarilla, y el agua no 
sirve ni para tomar, lo que les lleva a buscar en las vertientes para su 
consumo y el de los animales, debido a que la mina contamina 
demasiado; y, al estar abandonada “arriba” hay una especie de ceniza y 
en tiempo de “helada” el viento lleva esa polvareda a los ríos a los 
pajonales, produciendo contaminación, posiblemente en quince a veinte 
años ya no tengan producción, “Pueden ir a ver (…) está sembrado la 
papa está sentado en esas partecitas, todo está amarillo (…) así nomás 
crece y amarillo ya se vuelve (…) pero la tierra sigue contaminada, pues 
ya no produce nada siempre. Para siempre parece que eso contamina” 
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(sic). 
 
  Asimismo señalan que el agua con residuos mineros, contamina a los 

animales, cuando toman abortan o nacen deformes, ya no se puede 
consumir. Existe una amenaza con la Cooperativa San Calixto, no 
participaron en la consulta. Velan por el futuro de sus hijos y se 
constituyen en guardianes del agua, por lo cual piden que ninguna 
cooperativa minera ingrese a Hampaturi, el agua contaminada sale de 
la mina “La Solución” que ha dejado de trabajar hace muchos años, y 
los que consumieron esa agua habrían sufrido de caída de cabellos, y al 
hacerse estudios les dijeron que era por contaminación del agua, 
razones por las que piden ayuda para que no se contamine el agua y 
que ya no entren más cooperativas, que nunca han visto un tratamiento 
del agua como tal. Asimismo, refieren que la cooperativa San Calixto, 
viene intentando desde hace quince años, pero vieron que no era 
bueno porque está ubicada en la parte alta de la represa y se está 
buscando una solución. El agua amarilla la están utilizando para riego, 
“no queremos esos lagos amarillos, EPSAS está utilizando esa agua”. 
Acudieron a todas las autoridades y solamente les dieron una nota en la 
cual señalan que verán cómo anular el contrato, pero hasta fines de 
2023 no hubo respuesta (fs. 847 a 862). 

 

II.6. Constan imágenes fotográficas Visita Comunidad Hampaturi (fs. 864 a 
876). 

 

II.7. Se tiene documentación proporcionada por las autoridades del Ayllu 
Hampaturi, entre ellas, el Contrato Administrativo Minero AJAM/DDLP-
B-P/CAM/0019/2018 de 6 de febrero, suscrito entre la AJAM y la 
Cooperativa Minera San Calixto R.L., entre otros documentos constan 
memoriales de reclamo ante AJAM, el Ministerio de Medio Ambiente y 
Agua, pidiendo la resolución del contrato minero suscrito con la 
Cooperativa Minera San Calixto, cursa Nota AJAM/DESP/NE/1704/2023 
de 18 de octubre por la que se comunica proceso de resolución de 
Contrato Administrativo Minero, entre otros (fs. 878 a 923).  

 

III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DEL FALLO 
 

El accionante denuncian como lesionados los derechos e intereses colectivos y 
difusos como el derecho al agua potable para consumo humano en su vertiente 
de calidad y a la salubridad pública de los habitantes de la ciudad de La Paz, 
debido a que las autoridades demandadas, omitieron cumplir eficazmente sus 
responsabilidades establecidas en el Reglamento Nacional para el Control de la 
Calidad del agua para consumo humano NB 512; al existir una amenaza cierta 
y evidente contenida en los Informes del GAM La Paz y de la UMSA, que 
presumen: i) Que la fuente de agua para ser distribuida por EPSAS S.A. en la 
ciudad de La Paz, se encuentra expuesta a ser contaminada por infiltración del 
drenaje acido de mina, lo cual constituye un potencial peligro para la salubridad 
pública. Además de evidenciarse la presencia de metales cuya concentración 
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que supere los límites permisibles en la NB 512 podría generar que no sea apta 
para el consumo humano; y, ii) Que el agua “potable” en tres sistemas de 
distribución de la ciudad de La Paz presenta amebas, escherichia coli, y giardia 
que amenazan contra la salubridad humana. 
  
En consecuencia, corresponde en revisión, verificar si tales extremos son 
evidentes a fin de conceder o denegar la tutela; para ello, se desarrollará los 
siguientes temas: a) Fundamentos de la acción popular y la nueva lógica     
de justiciabilidad de derechos colectivos y derechos e intereses difusos;      
b) Presupuestos procesales en la acción popular; c) La naturaleza preventiva 
y reparadora de la acción popular y la aplicación del principio precautorio; 
d); Los derechos al medio ambiente y a la salubridad pública como objeto de 
protección de la acción popular; e) La carga de la prueba, los medios 
probatorios, su admisión, producción y valoración en la acción popular; y, 
f) Análisis del caso concreto. 

 
III.1. Fundamentos de la acción popular y la nueva lógica de 

justiciabilidad de derechos colectivos y derechos e intereses 
difusos 

 
  El Tribunal Constitucional Plurinacional, a través de la SCP 0542/2019-S2 

de 15 de julio, asumió los siguientes razonamientos: 

 
La Constitución Política del Estado, promulgada el 7 de febrero de 2009, 
incorporó, dentro de las acciones de defensa, a la acción popular, que 
procede, de acuerdo al art. 135 de la CPE, contra todo acto u omisión 
de las autoridades o de personas individuales o colectivas que violen 
o amenacen con violar derechos e intereses colectivos, relacionados 
con el patrimonio, el espacio, la seguridad y salubridad pública, el 
medio ambiente y otros de similar naturaleza reconocidos por la 
Constitución.  

 
 Los fundamentos de la incorporación de la acción popular en la Norma 
Suprema pueden encontrarse en el razonamiento jurídico de la             
SC 1977/2011-R de 7 de diciembre, que señaló que su desarrollo como 
mecanismo de defensa, parte del reconocimiento de los derechos e 
intereses difusos y colectivos, que a diferencia de los derechos de corte 
individual, reconocen a su vez la dimensión social del ser humano; es 
decir, que el mismo no puede ser concebido ni tutelado de forma 
descontextualizada, sino, en el marco de una sociedad concreta, en la 
que vive. En efecto, esta Sentencia en el Fundamento Jurídico III.1.1, 
indicó: 

 
El reconocimiento de estos derechos responde a una nueva concepción del ser 
humano, ya no meramente individual, sino como parte de una comunidad en la 
que se desarrolla y desenvuelve, y que por lo mismo, necesita ser protegida, 
pues de su preservación depende el desarrollo integral de la persona y de futuras 
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generaciones. En ese sentido, esta nueva concepción no sólo reconoce al 
individuo como ser contextualizado y dependiente de su comunidad, y a las 
colectividades como sujetos de derechos, sino también las condiciones que 
fundamentan y posibilitan la existencia individual y colectiva -es decir, el entorno 
vital del hombre- y que, como tales, su titularidad corresponde a todos y cada 
uno de los miembros de una comunidad, -a decir de Rousseau J.J., a todos 

en general, pero a ninguno en particular- como por ejemplo el derecho al 

medio ambiente. 

En ese orden, la SC 1018/2011-R de 22 de junio1 interpretó progresiva 
y extensivamente el ámbito de protección de la acción popular 
contenido en el art. 135 de la CPE, afirmando que protege “además de 
derechos e intereses colectivos, derechos e intereses difusos -ambos 
contenidos bajo el nomen iuris ‘Derechos Colectivos’- y, en ese sentido, 
cualquier persona perteneciente a la colectividad o comunidad afectada 
puede presentar esta acción que, como su nombre indica, es popular”.   

 
Luego, las Sentencias Constitucionales Plurinacionales posteriores como 
la 0176/2012, 0300/2012 y 0645/2012, bajo esa protección progresiva, 
entre otras, señalaron que la tutela de los derechos de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos debía ser efectuada a través de 
la acción popular. Por su parte, la SCP 487/2014 de 25 de febrero, 
señaló que:  

  
La acción popular es el mecanismo idóneo, para la tutela de los derechos de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos, frente a actos u omisiones 
de las autoridades o personas individuales o colectivas que violen los derechos 
colectivos previstos en el art. 30 de la CPE, en el Convenio 169 de la OIT y la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, así como los otros derechos subjetivos previstos tanto en nuestra 
Constitución como los Pactos Internacionales sobre Derechos Humanos, 
ejercitados colectivamente por las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, en el marco de lo previsto por el art. 1 de la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que establece 
que: ”Los indígenas tienen derecho, como pueblos o como individuos, al 
disfrute pleno de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 
reconocidos por la Carta de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y la normativa internacional de los derechos humanos”; 
dimensión colectiva de los derechos que ya se encontraba  prevista en el art. 3 
del Convenio 169 de la OIT, que señala: “Los pueblos indígenas y tribales 
deberán gozar plenamente de los derechos humanos y libertades 

                                     
1La SC 1018/2011-R en su FJ. III.1.3 respecto al ámbito de protección de la acción popular señaló que: “… la Constitución 
Política del Estado sostiene que la acción popular procede contra actos u omisiones que amenacen violar o violen derechos e 
intereses colectivos, sin hacer referencia a los intereses difusos; sin embargo dicha norma debe ser interpretada 
sistemáticamente y, en ese sentido, debe tenerse en cuenta que el mismo art. 135 de la CPE, hace referencia, como 
derechos e intereses protegidos, al patrimonio, el espacio, la seguridad y salubridad pública, los cuales, con base en la 
distinción efectuada en el punto anterior, son específicamente considerados difusos y no así colectivos. Consiguientemente, 
a partir de una interpretación sistemática del art. 135 de la CPE, se debe concluir que la acción popular protege, además de 
derechos e intereses colectivos, derechos e intereses difusos -ambos contenidos bajo el nomen iuris “Derechos Colectivos”- 
y, en ese sentido, cualquier persona perteneciente a colectividad o comunidad afectada puede presentar esta acción que, 
como su nombre indica, es popular. Cabe aclarar que los intereses de grupo no encuentran protección en la acción popular, 
pues, como se tiene señalado, en esos casos no existe un interés común -colectivo ni difuso-, sino un interés individual que, 
en todo caso, podrá ser tutelado a través de la acción de amparo constitucional, previa unificación de la representación. 
Asimismo, se debe hacer referencia a que la Constitución Política del Estado, a través de una cláusula abierta, permitirá la 
integración de otros derechos similares a partir del bloque de constitucionalidad y el Derecho Internacional de Derechos 
Humanos”. 
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fundamentales, sin obstáculos ni discriminación. Las disposiciones de este 
Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres y mujeres de estos 
pueblos.  

 

Ello supone que con la incorporación del proceso constitucional de la 
acción popular se ingresa a una nueva lógica de litigio en sede 
constitucional, distinta a cualesquier otro proceso constitucional de 
tutela de derechos individuales (acción de amparo constitucional, acción 
de protección a la privacidad, acción de cumplimiento, aunque con 
algunas similitudes con la acción de libertad) que impone deberes 
diferenciados a los administradores de justicia y a la ciudadana en aras 
de generar una cultura en la administración de justicia basada en la 
idea de solidaridad que rebasa la idea de la justiciabilidad de derechos 
sustentada en la individualidad. 

 
En efecto, del desarrollo legislativo de la acción popular contenido en 
los arts. 68 al 71 del Código Procesal Constitucional (CPCo), así como 
del desarrollo jurisprudencial, conforme se verá a continuación, es 
posible advertir una diferenciación sustancial que se aleja de los 
esquemas tradicionales de todo proceso, por cuanto, incorpora reglas 
procesales específicas sobre diferentes temas como son: la legitimación 
procesal -activa y pasiva-, la intervención de terceros interesados, la 
actuación del amicus curiae, la no exigibilidad del agotamiento de 
recursos ordinarios judiciales o administrativos, la inexistencia del plazo 
de caducidad, la carga de la prueba, la conversión de acciones de 
defensa, los efectos de la sentencia, el sistema de reparación de 
derechos colectivos e intereses difusos, etc.; visibilizando con ello, un 
proceso constitucional especial, revestido de informalidad y flexibilidad; 
cuyo diseño, en definitiva, responde a la finalidad de materializar el 
goce efectivo de los derechos e intereses colectivos y difusos a través 
del acceso a la justicia constitucional sin obstáculos o ritualidades 
procesales que lo impidan.  

 
            Entendimiento que fue desarrollado en la SCP 0707/2018-S2 de 31 de 

octubre. 
 
III.2.  Presupuestos procesales en la acción popular 
 
  El Tribunal Constitucional Plurinacional, a través de la SCP 0542/2019-S2, 

asumió los siguientes razonamientos: 
 
III.2.1. Legitimación activa amplia 
 

La legitimación activa en la acción popular está regulada 
normativamente en el art. 136.II de la CPE, que dispone: 
“Podrá interponer esta acción cualquier persona, a título 
individual o en representación de una colectividad y, con 
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carácter obligatorio, el Ministerio Público y el Defensor del 
Pueblo, cuando por el ejercicio de sus funciones tengan 
conocimiento de estos actos” y en el art. 69 del CPCo, que 
señala:  
 

La acción podrá ser interpuesta por: 1.Toda persona natural o 
jurídica, por sí o en representación de una colectividad, que 
considere violados o amenazados derechos o intereses colectivos 
señalados en el Artículo anterior; 2. El Ministerio Público y la 
Defensoría del Pueblo, con carácter obligatorio, cuando por el 
ejercicio de sus funciones tengan conocimiento de esos actos; 3.La 

Procuraduría General del Estado. 
 
Ahora bien, la legitimación activa, tiene una concepción amplia 
en la acción popular conforme a las normas citadas en los 
arts. 136.II de la CPE y 69 del CPCo, lo que no ocurre en otras 
acciones de defensa que protegen derechos individuales, por 
cuanto mientras que en la acción de amparo constitucional, se 
exige que sea presentada por la persona (natural o jurídica) 
que se crea afectada o por otra a su nombre con poder 
suficiente, esto debido a que la naturaleza de los derechos 
individuales tutelados exige un agravio personal y directo, 
conforme lo ha entendido la SC 0626/2002-R de 3 de junio, 
entre otras, siendo la tutela peticionada en su propio y único 
beneficio; en la acción popular, cualquier persona natural o 
jurídica tiene derecho a formular demandas porque la 
protección y salvaguarda de derechos que se busca es para la 
comunidad, es decir, la legitimación activa la ostenta todo 
ciudadano para defender los derechos colectivos e intereses 
difusos de la comunidad a la que pertenece, de donde 
resulta que el titular de los derechos es la colectividad, es 
decir, el agravio, la afectación, recae en ella. En ese sentido, 
la SC 2057/2012, sostuvo:  
 

De lo anotado, se tiene que la acción popular puede ser presentada 
por cualquier persona ya sea a título personal o en representación 
de una colectividad, cuando se alegue lesión a derechos comunes, 
donde el titular de los derechos violados es la colectividad en 
general, y para ello cuando lo haga en representación de una 
colectividad este no requiere de poder alguno. 

 
En razón a ello, es posible interponer la acción popular sin el 
consentimiento de todas las personas afectadas, no se 
requiere poder notariado alguno ni mandato expreso, ni su 
presentación está condicionada por ningún requisito procesal 
de legitimación del accionante adicional a la de su condición de 
parte de la comunidad. 
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De otro lado, corresponde recordar que la SC 1977/2011-R, a 
partir de la disgregación entre derechos e intereses colectivos, 
respecto de los derechos e intereses difusos, distinguió en 
quien recae la legitimación activa para interponer la acción 
popular, concluyendo que: i) Cuando se busca la tutela de los 
primeros (derechos e intereses difusos) la acción popular 
puede ser presentada por cualquier persona, es decir, existe 
una legitimación amplia; ii) Sin embargo, cuando se pretenda 
la tutela de derechos o intereses colectivos, en mérito a que la 
titularidad de los mismos corresponde a un grupo o 
colectividad, la acción deberá ser presentada por cualquier 
persona perteneciente a dicha colectividad o por otra a su 
nombre, sin necesidad de mandato. 
 
Finalmente, del contenido del art. 136.II de la CPE en 
concordancia con el art. 69 del CPCo, que reconocen 
participación obligatoria al Ministerio Público y a la Defensoría 
del Pueblo como parte accionante de una acción popular, 
cuando los actos u omisiones que violen o amenacen violar 
derechos o intereses colectivos o difusos lleguen a su 
conocimiento en el ejercicio de sus funciones2, es posible 
concluir que si no actuaron en esa calidad y, la acción popular 
fue presentada por otras personas naturales o jurídicas, dichas 
normas abren la posibilidad de que se apersonen a la justicia 
constitucional emitiendo alegatos en condición de amicus 
curiae, enriqueciendo el debate jurídico a efectos de garantizar 
una adecuada defensa y representación de los derechos e 
intereses de la comunidad (difusos y colectivos) intervención 
que será convocada, de ser necesario, por la justicia 
constitucional en cada caso concreto. 
 
La sistematización anotada también se desarrolló en la SCP 
0707/2018-S2. 

 
III.2.2. Legitimación pasiva flexible 

 
En razón a que la acción popular se caracteriza por su 
informalismo, cuando la Norma Suprema reconoce legitimación 
pasiva a las autoridades o personas individuales o colectivas que 
con sus actos u omisiones violen o amenacen violar los derechos 
e intereses colectivos o difusos protegidos por dicha acción    
(arts. 135 de la CPE), prescinde del mismo modo de cualesquier 
formalidad. 

 

                                     
2La SC 1977/2011-AP recordó la obligación constitucional que tienen estos organismos (Ministerio Público y Defensoría del 

Pueblo) a presentar la acción popular cuando en el ejercicio de sus funciones tengan conocimiento de actos que lesionen los 
derechos e intereses objeto de protección. 
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En efecto, si bien la legitimación pasiva en la acción de 
amparo constitucional ha sido entendida como la coincidencia 
que se da entre las autoridades o personas individuales o 
colectivas que presuntamente causaron la violación a los 
derechos  y aquélla contra quien se dirige la acción (SSCC 
691/01-R de 9 de julio de 2001 y 0192/2010-R de 24 de 
mayo, entre muchas otras), otorgándole la carga de 
identificación correcta y exacta al accionante del o los 
legitimados pasivos; no ocurre lo mismo en la acción popular 
que concibe una legitimación pasiva flexible debido a que no 
es infrecuente encontrarse ante supuestos de difícil o confusa 
identificación de los responsables de la violación a derechos 
colectivos e intereses difusos desde el inicio del proceso, en 
cuyo caso, es suficiente la exposición de los hechos en 
la demanda de manera clara, de los cuales, el Juez o 
Tribunal de Garantías así como este Tribunal 
Constitucional Plurinacional deducirá desde el inicio 
del proceso hasta el último momento de la fase de 
ejecución de la sentencia, quiénes son las autoridades 
o personas responsables y por tanto los legitimados 
pasivos, no estando permitido en ningún caso 
inadmitir, rechazar o suspender la audiencia de acción 
popular por falta de precisión de la legitimación 
pasiva3. 

 
Ello supone que una vez que el juez o tribunal de garantías o 
el Tribunal Constitucional Plurinacional identifique al o los 
presuntos responsables de la violación a derechos e intereses 
colectivos o difusos debe disponer su citación a efectos de que 
asuman defensa en cualquier etapa del proceso, incluso en 
ejecución de la sentencia, efectivizando su derecho a ser oídos 
de manera amplia admitiendo y valorando todos los medios 
probatorios que propongan, lo que supone también una 
flexibilización del principio de preclusión de la fase de 
producción y valoración de la prueba como un componente 
más del informalismo que rige la acción popular. 

 
Ahora bien, si en el transcurso del proceso se determina la 
responsabilidad objetiva de servidores públicos, por el daño 
causado a los derechos colectivos y derechos e intereses 
difusos, a partir de las competencias establecidas en la 

                                     
3Esta flexibilización de la legitimación pasiva está presente en nuestra tradición jurisprudencial, toda vez que fue acogida en la 

jurisprudencia constitucional, en la configuración procesal de la acción de libertad, específicamente en la SCP 0586/2013 de 21 
de mayo, que de igual forma que la acción popular tiene la característica de ser informal por la naturaleza de los derechos 
objeto de protección. Esta sentencia estableció que: “(…) cuando se proceda a flexibilizar la legitimación pasiva el juzgado o 
tribunal de garantías procederá a deducir quiénes son las autoridades o personas legitimadas pasivas, y sin descuidar el plazo 
para la celebración de la audiencia de acción de libertad, los citará de oficio y en el caso de no poder hacerlo, atendiendo cada 
caso concreto, dimensionará los efectos del fallo ello por tratarse precisamente de grupos en situación de vulnerabilidad, 
aspecto que debe analizarse caso por caso”. 
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Constitución Política del Estado y la ley, empero estos 
asumieron defensa o emitieron alegatos en otra calidad, como 
por ejemplo, como amicus curiae, piénsese por ejemplo en 
denuncias de contaminación ambiental o en el daño a la 
salubridad pública por distribución de alimentos o 
medicamentos vencidos o dañados, es obligación del Juez o 
Tribunal de Garantías, o en su caso, el Tribunal Constitucional 
Plurinacional, reconducir su actuación a la de accionado o 
demandado.  

 
Así lo entendió la SCP 1560/2014 de 1 de agosto, que 
resolviendo una acción popular recondujo la legitimación 
pasiva del  Alcalde del Gobierno Autónomo Municipal de Tarija 
-quien asumió defensa y se apersonó como tercero 
interesado- ante la denuncia de violación  a los derechos a la 
salubridad pública y los derechos de los usuarios y 
consumidores (en su dimensión difusa) que fue ocasionada 
por su decisión de ordenar la demolición del mercado central 
de Tarija sin un debido previo proceso administrativo, 
señalando que en esta acción de defensa debido a que la 
amenaza o violación de derechos o intereses colectivos 
o difusos que son objeto de protección tienen un 
interés social relevante, es deber de la justicia 
constitucional reconducir la legitimación pasiva, 
determinando qué servidores públicos son 
responsables a partir de las competencias establecidas 
en la Constitución y la ley.  Esta Sentencia señaló: 

 
De esta constatación de los hechos realizada por la SCP 0709/2014-AAC 
de 10 de abril, es posible concluir que en realidad la autoridad que 
ocasionó amenazas de lesión a la salubridad pública (en su contenido 
de tener condiciones saludables y seguras de todo espacio público en 
el que los habitantes desarrollan su vida cotidiana en el trabajo y 
servicios de consumo conforme estipulan los arts. 46 y 75 de la CPE) y 
a los derechos de los usuarios y consumidores (en su dimensión 
difusa, por amenaza de suministro de alimentos y productos en 
general en condiciones que no cumplan las condiciones de inocuidad) 
fue la orden de demolición del mercado central pronunciada por el 
Alcalde del Gobierno Autónomo Municipal de Tarija, sin haber 
realizado un desalojo administrativo previo revestido de todas las 
garantías, ocasionando con su decisión que algunos puestos de venta 
de alimentos (perecederos y no perecederos) sigan con su actividad 
comercial en ese bien municipal patrimonial hasta que no se emita 
una Resolución administrativa de lanzamiento administrativo, 
conforme lo determinó dicha Sentencia Constitucional Plurinacional. 
 

Esa afirmación, se extrae de las competencias exclusivas que tiene el 
Gobierno Autónomo Municipal de Tarija, referidas a controlar la calidad 
y sanidad en la elaboración, transporte y venta de productos 
alimenticios para el consumo humano y animal y generar políticas que 
garanticen la defensa de los consumidores y usuarios en el ámbito 
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municipal reconocidos en los arts. 302.I.13 y 302.I.37 ambos de la CPE, 
que supone el ejercicio pleno de las mismas con carácter preventivo, 
puesto que los fines públicos y colectivos que persiguen tales reglas 
constitucionales de distribución competencial contienen implícitamente 
la protección del derecho colectivo a la salubridad pública y los 
derechos de los usuarios y consumidores (aplicables al ámbito de 
protección de la acción popular en su dimensión difusa al caso 
concreto), porque no sería razonable que exista o se espere un daño o 
perjuicio sobre tales derechos o intereses de la comunidad para que 
recién se active tal competencia que compromete intereses públicos y el 
bienestar común. Es decir, la parte orgánica de la Constitución Política 
del Estado, adquiere sentido y razón cuando sirve de instrumento de 
aplicación de los derechos inscritos en la parte dogmática de la misma, 
o lo que es lo mismo, no es posible, interpretar una competencia del 
poder público, una institución o un procedimiento previsto por la Norma 
Suprema por fuera de los contenidos materiales plasmados en los 
principios y derechos fundamentales”.  
 

“De esas constataciones de hechos y derechos este Tribunal 
Constitucional Plurinacional, concede la tutela en ésta acción popular 
reconduciendo la legitimación pasiva inicialmente señalada hacia los 
dirigentes del mercado central de Tarija por la parte accionante, 
responsabilizando al Alcalde del Gobierno Autónomo Municipal de 
Tarija por la amenaza de lesión a los derechos a la salubridad pública 
y los derechos de los usuarios y consumidores del Departamento de 
Tarija (en su dimensión difusa) que fue ocasionada por su decisión de 
ordenar la demolición del mercado central de Tarija sin un debido 
previo proceso administrativo conforme fue evidenciado por la SCP 
0709/2014 de 10 de mayo. En ese orden, conforme se desarrolló en el 
Fundamento Jurídico III.1 de ésta Sentencia Constitucional 
Plurinacional, opera esa reconducción de legitimación pasiva pese a que 
no actuó en esta acción de defensa como parte accionada; empero, 
intervino y asumió defensa como tercero conforme se constató en el 
acápite I.2.3 del presente fallo.   
 

Ello, debido a que la amenaza o violación de derechos o intereses 
colectivos o difusos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la 
seguridad y salubridad pública, medio ambiente y otros de similar 
naturaleza reconocidos por la Constitución Política del Estado, al tener 
interés social relevante, por ser precisamente de interés de la 
comunidad, justifica procesalmente que si la autoridad o persona física 
o jurídica responsable no fuera demandada en la acción popular; es 
decir, no interviniera como parte accionada en el proceso”. 

 
                  Sistematización que también se encuentra recogida en la    

SCP 0707/2018-S2. 

 
III.2.3.  La sentencia en la acción popular y sus efectos 

 
El art. 71 del CPCo, sobre la sentencia en la acción popular y 
sus efectos estipula que: “Si la Jueza, Juez o Tribunal concede 
la tutela, ordenará la anulación de todo acto o el cumplimiento 
del deber omitido, que viole o amenace violar derechos o 
intereses colectivos relacionados con el objeto de la acción, y 
podrá establecer la existencia de indicios de responsabilidad 
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